1. Dé habilitar el documento
2. Elija el radicado de su interés d descargué el objeto adjunto para conocer su contenido integral.
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 


RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 


 
JUZGADO TRECE ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO 


 


Medellín, siete (7) de mayo de dos mil veintiuno (2021) 


 


Medio de control  Nulidad y Restablecimiento del Derecho –Lesividad-  


Demandante  Unidad Administrativa Especial de Gestión Pensional y 
Contribuciones Parafiscales de la Protección Social –
UGPP-.     


Demandado  Edilma del Socorro  Londoño Gil    


Tercero interesado  Cesar Hernando Zapata Londoño  


Radicado  05001-33-33-013-2018-00102  


Asunto  Reprograma fecha de audiencia inicial  


 


En atención a los manifestado por la parte demanda1, en cuanto la asistencia a 


una audiencia para la misma fecha y hora que la fijada por el despacho en asunto 


que tiene relación con el presente proceso; se hace necesario reprogramar la 


audiencia inicial fijada para esa fecha. 


 


En consecuencia, se asigna como nueva fecha para la celebración de audiencia 


inicial  por medios virtuales en la plataforma MICROSOFT TEAMS2, el día 


JUEVES 10 DE JUNIO DE 2021, A PARTIR DE LAS 8:30 HORAS.  El link para 


el ingresó se remitirá a los correos electrónicos registrados, a mas tardar, dentro 


de los tres (3) días previos a la celebración de la audiencia. 


 


NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 


 


 


 


JOHN ALEXANDER CEBALLOS GAVIRIA 


Juez 


 


La anterior providencia se notificó por inserción en ESTADO ELECTRÓNICO el día 10 de mayo de 2021 


en cumplimiento de lo ordenado por el art. 201 del CPACA (modificado por el art. 50 de la Ley 2080 de 


2021) 


                                                           
1 https://etbcsj-
my.sharepoint.com/:b:/g/personal/adm13med_cendoj_ramajudicial_gov_co/EcsuQk0WysRJr0XaAoRahWEBd8CVN2wO
e_-1XWL9U5ogEA?e=dlAyCY . 
“Artículo 7. Audiencias. Las audiencias deberán realizarse utilizando los medios tecnológicos a disposición de las 
autoridades judiciales o por cualquier otro medio puesto a disposición por una o por ambas partes y en ellas deberá 
facilitarse y permitirse la presencia de todos los sujetos procesales, ya sea de manera virtual o telefónica. No se requerirá 
la autorización de que trata el parágrafo 2° del artículo 107 del Código General del Proceso.  
No obstante, con autorización del titular del despacho, cualquier empleado podrá comunicarse con los sujetos procesales, 
antes de la realización de las audiencias, con el fin de informarles sobre la herramienta tecnológica que se utilizará en 
ellas o para concertar una distinta (…)” 
2 Artículo 7 del Decreto 806 de 2020. 
“Artículo 7. Audiencias. Las audiencias deberán realizarse utilizando los medios tecnológicos a disposición de las 
autoridades judiciales o por cualquier otro medio puesto a disposición por una o por ambas partes y en ellas deberá 
facilitarse y permitirse la presencia de todos los sujetos procesales, ya sea de manera virtual o telefónica. No se requerirá 
la autorización de que trata el parágrafo 2° del artículo 107 del Código General del Proceso.  
No obstante, con autorización del titular del despacho, cualquier empleado podrá comunicarse con los sujetos procesales, 
antes de la realización de las audiencias, con el fin de informarles sobre la herramienta tecnológica que se utilizará en 
ellas o para concertar una distinta (…)” 



https://etbcsj-my.sharepoint.com/:b:/g/personal/adm13med_cendoj_ramajudicial_gov_co/EcsuQk0WysRJr0XaAoRahWEBd8CVN2wOe_-1XWL9U5ogEA?e=dlAyCY

https://etbcsj-my.sharepoint.com/:b:/g/personal/adm13med_cendoj_ramajudicial_gov_co/EcsuQk0WysRJr0XaAoRahWEBd8CVN2wOe_-1XWL9U5ogEA?e=dlAyCY

https://etbcsj-my.sharepoint.com/:b:/g/personal/adm13med_cendoj_ramajudicial_gov_co/EcsuQk0WysRJr0XaAoRahWEBd8CVN2wOe_-1XWL9U5ogEA?e=dlAyCY
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 


RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 


 
JUZGADO TRECE ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO 


Medellín, siete (7) de mayo de dos mil veintiuno (2021) 


 


Medio de control  Reparación Directa 


Demandante  Diana Patricia Isaza y Otro   


Demandado  Departamento de Antioquia y Otros  
Radicado  05001-33-33-013-2016-00885-00 
Referencia reprograma audiencia  


 


El pasado 20 de abril de 2021, esta agencia judicial fijo fecha para la celebración de 
la audiencia de pruebas, para el día martes once (11) de mayo de 2021, a las trece 
y treinta   horas (13:30 h). 
 
Sin embargo, por la situación administrativas de la agenda del despacho, no será 
posible surtir la diligencia en la hora fijada anteriormente. 
 
Como consecuencia de lo anterior, se procede a fijar nueva hora para audiencia de 
pruebas, para el tres (3) de junio de 2021, a las trece y treinta horas (13.:30 h.). 
 


 


NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 


 


 


JOHN ALEXANDER CEBALLOS GAVIRIA 


Juez 


 


 


La anterior providencia se notificó por inserción en ESTADO ELECTRÓNICO el día 10 de mayo de 2021 en 


cumplimiento de lo ordenado por el art. 201 del CPACA (modificado por el art. 50 de la Ley 2080 de 2021) 
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 
RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 


 
JUZGADO TRECE ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO 


Medellín, siete (7) de mayo de dos mil veintiuno (2021) 
 


Medio de control Nulidad y restablecimiento del derecho – laboral  


Demandante  Luis Eduardo Correa González 


Demandado U.A.E. de Gestión Pensional y Contribuciones Parafiscales de 


la Protección Social – UGPP  


Radicado 05001 33 33 013 2015 – 00438 00 


Referencia Requiere a la parte demandada 


 
Con ocasión de la audiencia inicial celebrada el 5 de noviembre de 20201 y en atención a que 


el CD contentivo del expediente administrativo allegado por la U.A.E. UGPP con la 


contestación de la demanda no permitía visualizar los elementos incluidos en dicho medio, se 


requirió a la apoderada de la entidad demandada para que dentro de los 5 días siguientes a 


la audiencia, remitiera los documentos del expediente administrativo. 


 


A la fecha  no ha sido allegada la información, por lo cual se le confiere el término 


improrrogable de tres (3) días calendario para que remita la información requerida, so 


pena de hacer uso de los poderes correccionales de que trata el artículo 44 del CGP2. 


 


La respuesta deberá remitirse única y exclusivamente al correo 


memorialesjamed@cendoj.ramajudicial.gov.co indicando en el asunto el número del radicado 


y de ser el caso el oficio/exhorto al que se está dando respuesta. 


 


 


NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 


 


JOHN ALEXANDER CEBALLOS GAVIRIA 


Juez 


 


La anterior providencia se notificó por inserción en ESTADO ELECTRÓNICO el día 10 de mayo de 2021 en 
cumplimiento de lo ordenado por el art. 201 del CPACA (modificado por el art. 50 de la Ley 2080 de 2021) 


 


 


                                            
1 Disponible en el siguiente vínculo: https://etbcsj-
my.sharepoint.com/:b:/g/personal/adm13med_cendoj_ramajudicial_gov_co/EUNL-qVsOl5DiNs04XJCYf0BQBuY-FbisR-
vQelKIHoCuQ?e=YafbYU 
2 ARTÍCULO 44. PODERES CORRECCIONALES DEL JUEZ. Sin perjuicio de la acción disciplinaria a que haya lugar, el juez 
tendrá los siguientes poderes correccionales: 
(…) 3. Sancionar con multas hasta por diez (10) salarios mínimos legales mensuales vigentes (smlmv) a sus empleados, a los 
demás empleados públicos y a los particulares que sin justa causa incumplan las órdenes que les imparta en ejercicio de sus 
funciones o demoren su ejecución.” 



mailto:memorialesjamed@cendoj.ramajudicial.gov.co

https://etbcsj-my.sharepoint.com/:b:/g/personal/adm13med_cendoj_ramajudicial_gov_co/EUNL-qVsOl5DiNs04XJCYf0BQBuY-FbisR-vQelKIHoCuQ?e=YafbYU

https://etbcsj-my.sharepoint.com/:b:/g/personal/adm13med_cendoj_ramajudicial_gov_co/EUNL-qVsOl5DiNs04XJCYf0BQBuY-FbisR-vQelKIHoCuQ?e=YafbYU

https://etbcsj-my.sharepoint.com/:b:/g/personal/adm13med_cendoj_ramajudicial_gov_co/EUNL-qVsOl5DiNs04XJCYf0BQBuY-FbisR-vQelKIHoCuQ?e=YafbYU
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 


RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 


 
JUZGADO TRECE ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO 


 


Medellín, siete (7) de mayo de dos mil veintiuno (2021) 


 


Medio de control Protección de los derechos e intereses colectivos 


Demandante Sebastián Ramírez  


Demandado Notario Tercero del Circulo de Medellín 


Radicado 05001-33-33-013-2021-00143-00 


Asunto Inadmite demanda  


 


Se avoca conocimiento del presente medio de control para la protección de los derechos 


e intereses colectivos, consagrado en el artículo 144 del CPACA, que interpone el señor 


SEBASTIAN RAMÍREZ, en contra del NOTARIO TERCERO DE MEDELLIN, por la 


presunta vulneración de los derechos colectivos contemplados en los literales m,d.l del 


artículo 4 de la Ley 472 de 1998, el incumplimiento de los artículos 5 y 8 de la Ley 982 


de 2005 y artículo 13 de la Constitución Política, al no contar con interprete y guía 


intérprete. 


 


La demanda fue presentada ante la jurisdicción ordinaria y correspondió por reparto al 


Juzgado 19 Civil del Circuito de Medellín, quien mediante auto del 27 de abril de 2021 


dispuso su rechazo por falta de jurisdicción y ordenó su remisión a los Juzgados 


Administrativos. 


 


Por acta de reparto con secuencia 3065 del 4 de mayo de 2021, se asignó el 


conocimiento del presente asunto a esta agencia judicial, en consecuencia, al realizar el 


estudio de admisibilidad, se advierte de conformidad con lo establecido en el artículo 20 


de la Ley 472 de 1998, en concordancia con la Ley 1437 de 2011, que la demanda 


adolece de varios requisitos, así: 


 


 En cumplimiento a lo ordenado en el inciso tercero del artículo 144 del CPACA1, 


para acudir ante la jurisdicción en acción popular, se requiere que previamente 


el actor haya solicitado a la autoridad administrativa adoptar las medidas 


necesarias para la protección del derecho o interés colectivo amenazado o 


violado y que transcurridos 15 días, la autoridad no haya atendido la reclamación 


o se niegue a hacerlo. 


 


Revisado el contenido de la demanda, no se hace mención alguna sobre el 


cumplimiento de dicha exigencia y menos se anexa documento que acredite el 


requisito de procedibilidad.  Tampoco se sustentó su no realización, con 


                                                 
1 “Artículo 144 Protección de Derechos e intereses Colectivos. 


(…) 


Antes de presentar la demanda para la protección de los derechos e intereses colectivos, el demandante 


debe solicitar a la autoridad o al particular en ejercicio de funciones administrativas que adopte las 


medidas necesarias de protección del derecho o interés colectivo amenazado o violado. Si la autoridad no 


atiende dicha reclamación dentro de los quince (15) días siguientes a la presentación de la solicitud o se 


niega a ello, podrá acudirse ante el juez. Excepcionalmente, se podrá prescindir de este requisito, cuando 


exista inminente peligro de ocurrir un perjuicio irremediable en contra de los derechos e intereses 


colectivos, situación que deberá sustentarse en la demanda.” 
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fundamento en la existencia de inminente peligro de la ocurrencia de un perjuicio 


irremediable. 


 


 Adicionalmente, no se hace precisión en el derecho o interés colectivo 


amenazado, toda vez que si bien se enuncian unos literales2 del artículo 4 de la 


Ley 472 de 1998, de la simple lectura de los mismos no se evidencia la 


vulneración alegada en el caso particular, lo que exige un mayor análisis a cargo 


de la parte actora y elección adecuada de los derechos que invoca, de cara a la 


indicación concreta de los hechos, actos y omisiones que motivan su petición. 


 


 Sumado a lo anterior, en el acápite de las pretensiones solicita dar cumplimiento 


a la norma que se cita (Ley 982 de 2005, artículos 5 y 8), pretensión propia de la 


acción de cumplimiento consagrada en artículo 146 de la Ley 1437 de 20113.  Por 


tanto, se hace necesario ajustar la demanda al objeto preciso de una acción 


popular, a efectos de evitar inconsistencias y una indebida acumulación de 


pretensiones. 


 


 Otro aspecto que se echa de menos en el escrito de demanda tiene que ver con 


la solicitud de pruebas y aporte de las mismas, en cumplimiento del requisito 


contemplado en el literal e) del artículo 18 de la Ley 472 de 1998. 


 


 Además, no se observa el cumplimiento de lo dispuesto en el numeral 8 del 


artículo 162 de la Ley 1437 de 20114, adicionado por la Ley 2080 de 2021.  


 


Por lo anterior, se INADMITE la demanda para que en el término de tres (3) días 


contados a partir del día siguiente al de la notificación del presente auto, la parte actora 


proceda a:  


 


PRIMERO. ACREDITAR el agotamiento de la solicitud expresa ante el Notario 


Tercero de Medellín, para la adopción de medidas que pongan fin a la vulneración o 


amenaza de los derechos colectivos cuyo amparo se pretende, de conformidad con lo 


dispuesto en el inciso tercero del artículo 144 de la ley 1437 de 2011, pues solo así 


puede advertirse su renuencia y justificarse la puesta en conocimiento del asunto ante 


la jurisdicción de lo contencioso administrativo. 


 


                                                 
2 “Articulo 4o. Derechos e Intereses Colectivos. Son derechos e intereses colectivos, entre otros, los 


relacionados con: 


(…) 


d) El goce del espacio público y la utilización y defensa de los bienes de uso público; 


(…) 


l) El derecho a la seguridad y prevención de desastres previsibles técnicamente; 


(…) 


m) La realización de las construcciones, edificaciones y desarrollos urbanos respetando las disposiciones 


jurídicas, de manera ordenada, y dando prevalencia al beneficio de la calidad de vida de los habitantes; 


(…)” 
3 “Artículo 146. Cumplimiento de normas con fuerza material de ley o de actos administrativos. Toda 


persona podrá acudir ante la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo, previa constitución de 


renuencia, para hacer efectivo el cumplimiento de cualesquiera normas aplicables con fuerza material de 


ley o actos administrativos.” 
4 “8. <Numeral adicionado por el artículo 35 de la Ley 2080 de 2021. El nuevo texto es el siguiente:> El 


demandante, al presentar la demanda, simultáneamente deberá enviar por medio electrónico copia de 


ella y de sus anexos a los demandados, salvo cuando se soliciten medidas cautelares previas o se 


desconozca el lugar donde recibirá notificaciones el demandado. Del mismo modo deberá proceder el 


demandante cuando al inadmitirse la demanda presente el escrito de subsanación. El secretario velará por 


el cumplimiento de este deber, sin cuya acreditación se inadmitirá la demanda. De no conocerse el canal 


digital de la parte demandada, se acreditará con la demanda el envío físico de la misma con sus anexos. 


En caso de que el demandante haya remitido copia de la demanda con todos sus anexos al demandado, al 


admitirse la demanda, la notificación personal se limitará al envío del auto admisorio al demandado.” 



http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_2080_2021.html#35
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SEGUNDO. INDICAR de manera clara y precisa los derechos e intereses colectivos 


amenazados o vulnerados, de conformidad con lo expuesto en precedencia. 


 


TERCERO. AJUSTAR el contenido de la demanda y las pretensiones al objeto preciso 


de la acción popular, para evitar indebida acumulación de pretensiones o confusiones 


respecto al medio de control de cumplimiento de normas con fuerza material de ley o 


actos administrativos consagrada en el artículo 146 de la Ley 1437 de 2011. 


 


CUARTO.  ANUNCIAR Y APORTAR las pruebas que pretenda hacer valer en 


cumplimiento de lo establecido en el literal e) del artículo 18 de la Ley 1437 de 2011. 


 


QUINTO. ACREDITAR el envío por medio electrónico de la demanda a la parte 


demandada, en cumplimiento de lo dispuesto en el numeral 8 del artículo 162 de la Ley 


1437 de 2011, adicionado por la Ley 2080 de 2021.  


 


SEXTO. REMITIR copia del memorial de cumplimiento de requisitos a la 


demandada, conforme a lo ordenado en el numeral 8 del artículo 162 de la Ley 1437 de 


2011, adicionado por el artículo 35 de la Ley 2080 de 2021. 


 


Se advierte que, ante el incumplimiento de lo anterior, se procederá al rechazo de la 


demanda.  


  


 


NOTIFÍQUESE 


 


 


 


 


JOHN ALEXANDER CEBALLOS GAVIRIA  


Juez 


 


 


 
La anterior providencia se notificó por inserción en ESTADO ELECTRÓNICO el día 10 de mayo de 2021 


en cumplimiento de lo ordenado por el art. 201 del CPACA (modificado por el art. 50 de la Ley 2080 de 


2021) 
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 
RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 


 
JUZGADO TRECE ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO 


Medellín, siete (7) de mayo de dos mil veintiuno (2021) 
 


Proceso Acción de Cumplimiento 


Demandante Carolina Aguirre Montoya 


Demandado Municipio de Madelin – Secretaría de Movilidad  


Radicado 05001-33-33-013 - 2021 - 00140 - 00  


Asunto Rechazo de la demanda por improcedente 


 
Procede el Juzgado a resolver sobre la admisión de la demanda propuesta por 
la señora CAROLINA AGUIRRE MONTOYA, identificado con cédula de 
ciudadanía N.º 1.039´760.858, quien actúa en nombre propio, contra el 
MUNICIPIO DE MEDELLÍN – SECRETARIA DE MOVILIDAD, en ejercicio de la 
acción de cumplimiento prevista en el artículo 87 de la Constitución Política. 
 


I. ANTECEDENTES 
 
La demanda fue presentada con el fin que se le ordene a la entidad territorial, 
declarar que operó la caducidad administrativa, por haber trascurrido el término 
respectivo y proceda en el retiro de las ordenes de comparendo en la base de 
datos correspondiente.   
 


II. CONSIDERACIONES. 
 
La acción de cumplimiento consagrada en el artículo 87 de la Constitución 
Política, tiene por finalidad hacer efectivo el derecho del que goza toda persona 
titular de intereses jurídicos, para exigir a las autoridades y a los particulares el 
cumplimiento una ley o de un acto administrativo que ha impuesto ciertos 
deberes u obligaciones a una autoridad, la cual se muestra renuente a cumplirlos 
y de tal forma, hacer efectiva la observancia del ordenamiento jurídico 
existente11. 
 
En desarrollo de la norma superior, el artículo 1º la Ley 393 de 1997 señaló que 
el objeto de la acción de cumplimiento es “…hacer efectivo el cumplimiento de 


normas aplicables con fuerza material de ley o actos administrativos”. Se trata de un 
instrumento procesal para exigir a las autoridades o a los particulares que actúan 
en ejercicio de funciones públicas que cumplan real y efectivamente las normas 
con fuerza material de ley y/o los actos administrativos.   
 
Comparte con la acción constitucional de tutela, el carácter residual y subsidiario 
que se predica tanto de uno como de otro mecanismo, en la medida en que 
proceden sólo en tanto el afectado o el interesado no disponga de otro medio de 


                                                           
1 Consejo de Estado, SCA, Sección Quinta, providencia de 5 de agosto de 2004, expediente 
25000232500020030210902, Consejera Ponente: Dra. María Noemí Hernández Pinzón. 







defensa judicial –Art. 9º, inciso 2º de la Ley 393 de 1997-. Es decir, que son 
instrumentos procesales excepcionales que se abren paso ante la inoperancia o 
inexistencia de los medios ordinarios, dado que lo que se pretende es que de 
primer momento y casi de forma exclusiva, se acuda a los medios comunes de 
protección de derechos. 
 
La norma constitucional atrás citada fue regulada a través de la Ley 393 de 1997, 
la cual dispone como objetivo de la acción de cumplimiento, que toda persona 
pueda acudir a la vía judicial con el fin de obtener “el cumplimiento de normas 
aplicables con fuerza material de Ley o Actos Administrativos”, prescripción 
normativa en relación con la cual la Corte Constitucional dentro del marco de la 
acción pública de inconstitucionalidad con la cual declaró su exequibilidad2, fue 
enfática en señalar que su objeto y finalidad es exigir la realización o el 
cumplimiento del deber de una ley o acto administrativo que es omitido por una 
autoridad. 
 
En este caso, la parte actora instauró la acción con el fin de que se ordene al 
MUNICIPIO DE MEDELLÍN, dar cumplimiento al artículo 161 de la Ley 769 de 
2002, pues considera que se encuentran cumplidos los presupuestos para que 
se declare la caducidad de la acción contravencional. 
 
Ha de tenerse en cuenta que la norma cuya exigibilidad se pretende, está 
limitada de conformidad con el contenido del artículo 9º de la Ley 393 de 1997, 
que al respecto señala: 
 


“La Acción de Cumplimiento no procederá para la protección de derechos que 
puedan ser garantizados mediante la Acción de Tutela. En estos eventos, el Juez le 
dará a la solicitud el trámite correspondiente al derecho de Tutela. 


                                                           
2 C-157 de 1998: “En un Estado Social de Derecho en donde el ejercicio del poder está supeditado a la observancia de 
la Constitución y al imperio de la legalidad, es esencial el respeto por la eficacia material de la normatividad creada por 
el legislador y de los actos administrativos que dentro del marco de sus respectivas competencias expiden las diferentes 
autoridades en cumplimiento de los cometidos o tareas a ellas asignadas. En efecto, resulta paradójico que muchas 
veces las normas quedan escritas, es decir, no tienen ejecución o concreción práctica en la realidad, de modo que el 
proceso legislativo y su producto se convierten a menudo en inoperantes e inútiles. Igual cosa sucede con los actos 
administrativos que la administración dicta pero no desarrolla materialmente. 
En el Estado Social de Derecho que busca la concreción material de sus objetivos y finalidades, ni la función legislativa 
ni la ejecutiva o administrativa se agotan con la simple formulación de las normas o la expedición de actos administrativos, 
pues los respectivos cometidos propios de dicho Estado sólo se logran cuando efectiva y realmente tienen cumplimiento 
las referidas normas y actos. 
(…) 
El objeto y finalidad de esta acción es otorgarle a toda persona, natural o jurídica, e incluso a los servidores públicos, la 
posibilidad de acudir ante la autoridad judicial para exigir la realización o el cumplimiento del deber que surge de la ley o 
del acto administrativo y que es omitido por la autoridad, o el particular cuando asume este carácter. De esta manera, la 
referida acción se encamina a procurar la vigencia y efectividad material de las leyes y de los actos administrativos, lo 
cual conlleva la concreción de principios medulares del Estado Social de Derecho, que tienden a asegurar la vigencia de 
un orden jurídico, social y económico justo. 
En conclusión, la acción de cumplimiento que consagra el artículo 87 de la Constitución, es el derecho que se le confiere 
a toda persona, natural o jurídica, pública o privada, en cuanto titular de potestades e intereses jurídicos activos frente a 
las autoridades públicas y aún de los particulares que ejerzan funciones de esta índole, y no meramente destinataria de 
situaciones pasivas, concretadas en deberes, obligaciones o estados de sujeción, demandados en razón de los intereses 
públicos o sociales, para poner en movimiento la actividad jurisdiccional del Estado, mediante la formulación de una 
pretensión dirigida a obtener el cumplimiento de una ley o de un acto administrativo que ha impuesto ciertos deberes u 
obligaciones a una autoridad, la cual se muestra renuente a cumplirlos. 
El referido derecho se nutre del principio constitucional de la efectividad de los derechos que es anejo al Estado Social 
de Derecho, pues si éste busca crear unas condiciones materiales de existencia que aseguren una vida en condiciones 
dignas y justas a los integrantes de la comunidad, y la acción de los poderes públicos para lograr estos propósitos se 
traducen en leyes y actos administrativos, toda persona como integrante de ésta, en ejercicio del derecho de participación 
política e interesado en que dichos cometidos materiales se realicen, tiene un poder activo para instar el cumplimiento 
de dichas leyes y actos, acudiendo para ello al ejercicio de una acción judicial.” 







Tampoco procederá cuando el afectado tenga o haya tenido otro instrumento judicial 
para lograr el efectivo cumplimiento de la norma o Acto Administrativo, salvo, que de 
no proceder el Juez, se siga un perjuicio grave e inminente para el 
accionante. (Inciso 2 declarado EXEQUIBLE, excepto la expresión "la norma o" 
que se declara INEXEQUIBLE por la Corte Constitucional Sentencia C-193 de 
1998 
Parágrafo.- La Acción regulada en la presente Ley no podrá perseguir el 
cumplimiento de normas que establezcan gastos. Subrayado Declarado Exequible 
Sentencia Corte Constitucional 157 de 1998.” 


 
Según lo expuesto en la demanda, solicitó la caducidad de la actuación 
contravencional, sin que la entidad haya accedido a lo solicitado. 
 
De acuerdo con lo anterior, el presente asunto se torna improcedente, toda vez 
que la actora dispone del medio de control de nulidad y restablecimiento del 
derecho para controvertir aquellas decisiones adoptadas dentro del tramite 
contravencional en cede administrativa en los términos del artículo 101 de la ley 
1437 de 2011. 
 
En todo caso, del análisis de los hechos de la demanda y de las pruebas, no se 
advierte que de no dar trámite a la acción se cause un perjuicio grave e inminente 
al peticionario. 
 
Sobre el particular, el Consejo de Estado3 ha sido enfático en señalar que en 
aquellos casos en que se controvierta la legalidad de un acto administrativo, a 
través del medio de control de acción de cumplimiento, lo procedente es el 
rechazo. 
 
Es preciso señalar que la anterior posición también ha sido avalada por el 
Tribunal Administrativo de Cundinamarca – Sección Segunda – Subsección A, 
en sentencia del 24 de julio de 20084, en los siguientes términos: 
 


                                                           
3 Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Quinta, C.P. Darío Quiñones Pinilla, radicado 66001-23-
31-000-2002-0857-01 (ACU-1641) y Radicado 25000-23-27-000-2004-02335-01. 
“Para la Sala una definición sobre ese asunto escapa al ámbito de la acción de cumplimiento. En efecto, de 


conformidad con el artículo 1º de la Ley 393 de 1997 y en armonía con el artículo 87 de la Constitución, la 


acción de cumplimiento tiene por objeto el que cualquier persona acuda ante la autoridad judicial 


competente para hacer efectivo el cumplimiento de leyes o actos administrativos. Esa acción no se puede 


utilizar como un mecanismo orientado a obtener del juez una orden dirigida a una autoridad 


administrativa o a una persona privada que ejerza funciones públicas para que reconozca un 


derecho o un beneficio que el accionante cree tener a su favor, pues ello implicaría un 


desconocimiento de la Constitución o de la ley que le asigna a esa autoridad la competencia para 


decidir sobre el particular. Es decir que mediante la acción de cumplimiento no se puede sustituir a la 


autoridad que de acuerdo con la Constitución o la ley es competente para resolver sobre el reconocimiento 


de un determinado derecho. Y si esa entidad con competencia decide no reconocerlo, el afectado con esa 


decisión tiene a su alcance instrumentos judiciales para controvertirla y obtener del juez competente un 


pronunciamiento sobre el particular, para el evento de que se promueva el proceso que corresponda.”. 


(negrillas del Despacho). 


La anterior posición fue reiterada en la sentencia del dos (2) de septiembre de dos mil cinco (2005) 


Radicación número: 25000-23-27-000-2004-02335-01(ACU). 
4 MP: Carmen Alicia Rengifo Sanguino, Exp. 2008-0054. 
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“(…) atendiendo a la naturaleza subsidiaria y residual de la acción ejercida, basta 
con que el ordenamiento tenga dispuesto otro medio de defensa para reclamar el 
cumplimiento de una disposición para que la misma resulte improcedente. 
(…) 
De igual forma debe relevarse, que no se encuentra acreditado en el expediente 
que el demandante sufra o se encuentra abocado a la ocurrencia de un perjuicio 
irremediable, circunstancia que ni siquiera es esbozado en la demanda ni en el 
escrito de impugnación. 
En esos términos, advierte el Tribunal que la acción de cumplimiento interpuesta 
por el señor ROSMEL LIBER ALARCÓN RIOBUENO resulta improcedente, tal 
como lo estimó el a quo, ante la existencia de otro instrumento judicial para lograr el 
cumplimiento de la norma invocada(…)”. 


 


A su vez, el Tribunal Administrativo de Antioquia, Sala Tercera de Oralidad, al 
resolver recurso de apelación interpuesto contra auto proferido por este 
despacho en el proceso bajo radicado 05001333301320200015201, mediante 
auto del 1 de diciembre de 2020, expuso5: 
 


“En este orden de ideas, como quiera que las pretensiones de la acción de 
cumplimiento bajo estudio se dirigen a obtener el acatamiento de una norma 
contenida en el Código Nacional de Tránsito, relativa al procedimiento a seguir en 
la comisión de una infracción de tránsito para la posterior imposición del 
comparendo, la decisión recurrida resulta acertada, por cuanto, aplicó los 
lineamientos jurisprudenciales establecidos por el Alto Tribunal de lo Contencioso 
Administrativo en las aludidas providencias, consideraciones que acoge esta Sala 
al encontrarse en acuerdo con las conclusiones allí planteadas, pues la acción 
constitucional adelantada por la demandante no es el instrumento jurídico 
establecido en el ordenamiento para dar trámite a sus pretensiones, por cuanto 
dicho mecanismo constitucional se consagró para hacer efectivo el acatamiento 
de normas con fuerza de ley o actos administrativos, en el evento en que una 
autoridad con su acción u omisión despliegue conductas de desatención de las 
mismas, lo que no ocurre en este caso en el que no se demuestra una obligación 
en cabeza de la entidad demandada en acceder a retirar el comparendo que fue 
impuesto al accionante por desatención a las normas de tránsito; más aún si se 
tiene en cuenta que el artículo 9º de la Ley 393 de 1997 señala expresamente que 
la acción de cumplimiento es improcedente cuando existen otros medios de 
defensa judicial o cuando el afectado disponga de otro instrumento judicial para 
lograr el efectivo cumplimiento de las normas con fuerza material de ley. 
… 
 
En este sentido, desde el estudio de admisión de la demanda de acción de 
cumplimiento resulta válido ordenar su rechazo bajo las circunstancias planteadas, 
tal y como acertadamente lo dispuso el A quo mediante auto del doce (12) de agosto 
de dos mil veinte (2020), por lo que la Sala confirmará la decisión proferida.” 


 


En armonía con todo lo expuesto, es necesario aclararle a la demandante que la 
acción de cumplimiento no se encuentra instituida para retirar del mundo jurídico 
actos administrativos emanados de la administración, pues para ello bien puede 
recurrir a la acción de nulidad y restablecimiento del derecho, recurso judicial 
que los administrados pueden utilizar para la defensa de los derechos que 


                                                           
5 https://etbcsj-


my.sharepoint.com/:b:/g/personal/adm13med_cendoj_ramajudicial_gov_co/EfzJavws_BFHpdY5NkFZX


KEBOz6GXs9Veuk-qO5mhUzbPg?e=JpPK0E  
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consideran han sido conculcados por una autoridad administrativa y con la 
finalidad de que el juez contencioso declare su nulidad.  
 
En mérito de lo expuesto, el JUZGADO TRECE ADMINISTRATIVO DEL 
CIRCUITO DE MEDELLÍN, 
 


RESUELVE: 
 
PRIMERO.RECHAZAR la demanda interpuesta por la señora CAROLINA 
AGUIRRE MONTOYA contra el MUNICIPIO DE MEDELLÍN – ANTIOQUIA, de 
conformidad con lo expuesto en la parte considerativa del presente auto.   
 
SEGUNDO.ARCHIVAR las diligencias una vez quede en firme la presente 
decisión. 


NOTIFÍQUESE 


 
JOHN ALEXANDER CEBALLOS GAVIRIA  


Juez 
 
 


La anterior providencia se notificó por inserción en ESTADO ELECTRÓNICO el día 10 de mayo de 2021 


en cumplimiento de lo ordenado por el art. 201 del CPACA (modificado por el art. 50 de la Ley 2080 de 
2021 
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 


RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 


 
JUZGADO TRECE ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO 


Medellín, siete (7) de mayo de dos mil veintiuno (2021) 


 


Medio de control Nulidad  


Demandante Rosa María Acevedo Jaramillo y Walter Esneider Betancur 
Montoya  


Demandado Municipio de Itagüí – Concejo Municipal  


Radicado 05001 33 33 013 2021 00069 00 


Referencia Resuelve recurso de reposición – Repone 


 


Los ciudadanos Rosa María Acevedo Jaramillo y Walter Esneider Betancur 


Montoya, a través de apoderado judicial, en ejercicio del medio de control de 


nulidad, presentaron demanda en contra del Municipio de Itagüí – Concejo 


Municipal, la cual fue admitida por auto del 3 de marzo de 2021. 


 


Con la demanda se acompañó solicitud de medida cautelar de la cual se corrió el 


traslado de que trata el artículo 233 de la Ley 1437 de 2011 y una vez vencido, 


mediante auto del 9 de abril de 2019 se decretó la medida cautelar solicitada1.  


 


Una vez notificada esta última providencia, la apoderada del ente territorial accionado 


interpone recurso de reposición y en subsidio de apelación. 


 


 TRÁMITE DEL RECURSO 


 


El escrito que contiene el recurso allegado por la apoderada de la demandada, fue 


enviado al canal digital de los demás sujetos procesales2, por tal razón, en los términos 


del artículo 201 A de la Ley 1437 de 2011, adicionado por el artículo 51 de la Ley 2080 


de 2021, se prescindió del traslado secretarial del recurso, toda vez que este ya se 


entiende surtido. 


 


Vencido el término establecido en el artículo citado, en concordancia con el artículo 


319 de la Ley 1564 de 2012, sin que la parte actora se pronunciara, se procede a 


resolver lo pertinente. 


 


 RAZONES QUE FUNDAMENTAN EL RECURSO  


 


                                            
1 https://etbcsj-my.sharepoint.com/:b:/g/personal/adm13med_cendoj_ramajudicial_gov_co/EXpJ9vI12-
tKvpQtxZcSoxsBSdc2vKSdLQ2vYwRi3sxb1w?e=NtRTFU  
2 https://etbcsj-
my.sharepoint.com/:b:/g/personal/adm13med_cendoj_ramajudicial_gov_co/EUz7QN0HFblJhHETqM94t90BfezLfiZ
5kZdnVUt6BQiliw?e=ua6pVS  
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La apoderada de la entidad territorial accionada soporta la argumentación de su 


recurso en seis ejes esenciales así3:  


 


 Sobre la improcedencia de decretar la medida cautelar     


 


Indica que no se cumplieron los requisitos establecidos en el artículo 231 de la ley 


1437 de 2011; no se hizo un análisis de las normas superiores que se invocaron; se 


limitó el auto a dar por ciertas las afirmaciones dadas por la parte actora; se indicaron 


presunciones inexistentes; no se valoró íntegramente la prueba y se invirtió la carga 


de la misma; y que se debe analizar el acto acusado con las normas superiores. 


 


 El trámite de debate y aprobación del acuerdo 008 de 11 de junio de 2020. 


 


Indica que el auto impugnado comporta una imprecisión ya que no se presentaron dos 


proyectos de acuerdo del plan de desarrollo, pues uno es el plan y el otro es el Pliego 


de modificaciones debidamente aprobado, modificaciones que el Alcalde puede 


realizar según la ley 152 de 1994 


 


 Inexistencia de vulneración a las funciones del concejo y a los principios 


deliberación y discusión en el procedimiento de aprobación del acuerdo 


enjuiciado. 


 


Advierte que si se dio la deliberación, nunca se limitó o impidió su función a los 


concejales, prueba de ello es que en efecto hicieron uso de su derecho a intervención. 


 


 Sobre las modificaciones al proyecto de acuerdo del plan de desarrollo “Itagüí 


ciudad de oportunidades 2020-2023” 


 


Indica que el auto atacado da por cierto los dichos de la demanda, pero lo real fue que 


radicó el proyecto de acuerdo y las modificaciones al mismo, mas no un nuevo 


proyecto, indicando que según la ley el Alcalde no está obligado a acoger las 


modificaciones planeadas por los concejales y si los concejales pretenden hacer 


modificaciones requieren de autorización del Alcalde, al punto de que de no ser 


aprobado el plan de desarrollo por el Concejo en los plazos de Ley, el Alcalde lo puede 


hacer de forma directa. 


 


 Afectación al interés público y en especial a la comunidad del Municipio de 


Itagüí. 


 


Indica que claramente la medida decretada crea un perjuicio grave a la localidad e 


impide el desarrollo de la municipalidad al quitarle la carta de navegación. 


 


 La solicitud de medida cautelar y la decisión judicial no justifican la necesidad 


de dictar la suspensión provisional de los efectos del Acuerdo 008 de 2020. 


 


                                            
3 https://etbcsj-
my.sharepoint.com/:b:/g/personal/adm13med_cendoj_ramajudicial_gov_co/EU1913Ww0clCh2TPHJFfLjgBRMGC
64PPzbvUAJUt6Wl-jg?e=ExrpGc  
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Con base en lo expuesto, solicita reponer el Auto del 9 de abril de 2021 y en 


consecuencia negar la medida cautelar de suspensión provisional de los efectos del 


acto demandado. 


 


 CONSIDERACIONES 


 


En la presente providencia se examinará si en el presente asunto se evidencian o no 


los supuestos de hecho establecidos en las normas que regulan la suspensión 


provisional de los efectos de los actos administrativos como medida cautelar, de tal 


forma que se concluya si se puede predicar  la consecuencia jurídica que de dichas 


normas emanan, y así inferir si hay lugar a reponer o confirmar el auto impugnado, ello 


acompasado con los diferentes pronunciamientos jurisprudenciales aplicables y lo 


expuesto en el recurso interpuesto. 


 


La Ley 1437 de 2011 contempla la posibilidad de decretar medidas cautelares, en 


atención a que algunos asuntos, podrían requerir de actuaciones urgentes y 


necesarias para proteger y garantizar el objeto del proceso y la efectividad de la 


sentencia.    


 


De acuerdo con la norma, las medidas cautelares se clasifican en preventivas, cuando 


impiden que se consolide una afectación a un derecho; conservativas, si buscan 


mantener o salvaguardar un statu quo; anticipativas, si se trata de un perjuicio 


irremediable, por lo que vienen a satisfacer por adelantado la pretensión del 


demandante; y de suspensión, que corresponden a la medida tradicional en el proceso 


contencioso administrativo de privación temporal de los efectos de una decisión 


administrativa4. 


 


En cuanto a los criterios de aplicación que debe seguir el Juez para la adopción de la 


medida, la Sala Plena del Consejo de Estado, en providencia de 17 de marzo de 2015 


(Expediente nro. 2014-03799, consejera ponente: doctora Sandra Lisset Ibarra Vélez), 


señaló: 


 


“(…) La doctrina también se ha ocupado de estudiar, en general, los criterios que 
deben tenerse en cuenta para el decreto de medidas cautelares, los cuales se 
sintetizan en el fumus boni iuris y periculum in mora. El primero, o apariencia de 
buen derecho, se configura cuando el Juez encuentra, luego de una apreciación 
provisional con base en un conocimiento sumario y juicios de verosimilitud o 
probabilidad, la posible existencia de un derecho. El segundo, o perjuicio de la 
mora, exige la comprobación de un daño ante el transcurso del tiempo y la no 
satisfacción de un derecho. (…)”5 (Negrillas fuera del texto). 


 
Adicionalmente, la Sección Tercera de esa Corporación, mediante auto de 13 de mayo 


de 2015 (Expediente nro. 2015-00022, Consejero ponente: doctor Jaime Orlando 


Santofimio Gamboa), sostuvo: 


 


“(…) Lo anterior quiere significar que el marco de discrecionalidad del Juez no debe 
entenderse como de arbitrariedad, razón por la cual le es exigible a éste la adopción 


                                            
4 Artículo 230 del CPACA. 
5 Providencia de 17 de marzo de 2015, Expediente nro. 2014-03799, Consejera ponente: doctora Sandra Lisset 
Ibarra Vélez. 







de una decisión judicial suficientemente motivada, conforme a los materiales jurídicos 
vigentes y de acuerdo a la realidad fáctica que la hagan comprensible 
intersubjetivamente para cualquiera de los sujetos protagonistas del proceso y, 
además, que en ella se refleje la pretensión de justicia, razón por la cual es dable 
entender que en el escenario de las medidas cautelares, el Juez se enfrenta a la 
exposición de un razonamiento en donde, además de verificar los elementos 
tradicionales de procedencia de toda cautela, es decir el fumus boni iuris y el 
periculum in mora, debe proceder a un estudio de ponderación y sus sub 
principios integradores de idoneidad, necesidad y proporcionalidad stricto 
sensu, ya que se trata, antes que nada, de un ejercicio de razonabilidad.” (Negrillas 
fuera del texto). 
 


Conforme a la Jurisprudencia relacionada, en el examen de procedibilidad de la 


medida solicitada, deberá verificarse la concurrencia de los elementos que ameritan 


la imposición de la cautela, a saber: (i) fumus boni iuris, o apariencia de buen derecho, 


(ii) periculum in mora, o perjuicio de la mora, y, (iii) la ponderación de intereses. 


 


4.2 Suspensión provisional de los efectos de los actos administrativos 


 


La figura de la suspensión provisional está consagrada en el artículo 238 de la 


Constitución Política y fue contemplada en el artículo 230 de la Ley 1437 de 2011, 


tiene como finalidad que actos contrarios al ordenamiento jurídico puedan 


continuar surtiendo efectos, mientras se decide de fondo su constitucionalidad o 


legalidad en el proceso en el que se hubiere decretado la medida.  


 


Acerca de la manera en la que el Juez aborda este análisis inicial, el Consejo de 


Estado, en providencia de 17 de marzo de 2015, citada anteriormente, señaló: 


 
“Para el estudio de la procedencia de esta cautela se requiere una valoración del 
acto acusado que comúnmente se ha llamado valoración inicial, y que implica una 
confrontación de legalidad de aquél con las normas superiores invocadas, o con 
las pruebas allegadas junto a la solicitud. Este análisis inicial permite abordar el 
objeto del proceso, la discusión de ilegalidad en la que se enfoca la demanda, pero 
con base en una aprehensión sumaria, propia de una instancia en la que las 
partes aún no han ejercido a plenitud su derecho a la defensa. Y esa valoración 
inicial o preliminar, como bien lo contempla el inciso 2º del artículo 229 del Código de 
Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, no constituye 
prejuzgamiento, y es evidente que así lo sea, dado que su resolución parte de un 
conocimiento sumario y de un estudio que, si bien permite efectuar interpretaciones 
normativas o valoraciones iniciales, no sujeta la decisión final.” (Resaltado fuera del 
texto). 


 


Como lo refiere la providencia transcrita, la regulación actual permite al juez 


contencioso,  previo a pronunciarse sobre la suspensión provisional, llevar a cabo un 


análisis de la sustentación de la medida y el estudio de pruebas, dejando claro que se 


hace necesario que el mismo guarde moderación a efectos de que la suspensión 


eventual de los efectos jurídicos de un acto administrativo no implique  asumir postura 


para el juzgamiento, teniendo en cuenta lo dispuesto en el segundo  inciso del artículo 


229° del Código de Procedimiento Administrativo de lo Contencioso Administrativo, 


C.P.A.C.A.,  conforme al cual: “La decisión sobre la medida cautelar no implica 


prejuzgamiento”. 


 







Por su parte, el artículo 231° del C.P.A.C.A., consagra los requisitos para decretar las 


medidas cautelares, y en relación con la suspensión provisional de los actos 


administrativos, dispone:  


 
“ART. 231. - Requisitos para decretar las medidas cautelares. Cuando se pretenda 
la nulidad de un acto administrativo, la suspensión provisional de sus efectos procederá 
por violación de las disposiciones invocadas en la demanda o en la solicitud que se 
realice en escrito separado, cuando tal violación surja del análisis del acto demandado 
y su confrontación con las normas superiores invocadas como violadas o del estudio de 
las pruebas allegadas con la solicitud. Cuando adicionalmente se pretenda el 
restablecimiento del derecho y la indemnización de perjuicios deberá probarse al menos 
sumariamente la existencia de los mismos.” 


       


Del texto normativo transcrito se concluye que para la procedencia de la medida 


cautelar, se exigen los siguientes requisitos: i) que se invoque a petición de parte, ii) 


que exista una violación que surja del análisis del acto demandado y su confrontación 


con las normas superiores invocadas como violadas o del estudio de las pruebas 


allegadas con la solicitud y, iii) si se trata de un medio de control de nulidad y 


restablecimiento del derecho, que se acredite, de manera sumaria, los perjuicios que 


se alegan como causados. 


 


 EL CASO CONCRETO. 


 


Previo a resolver y cotejar lo expuesto en el recurso que acá se decide, se hace preciso 


traer nuevamente bajo examen los argumentos planteados en la solicitud de medida 


cautelar para verificar si en efecto desde el inicio se puede predicar su procedencia, y 


consecuentemente si le asiste razón a la parte recurrente. 


 


Así, una vez efectuado el estudio señalado, se deberá definir si debe o no reponer la 


providencia, teniendo en cuenta que la adopción de una medida cautelar no es una 


decisión inmodificable, ni está sometida  exclusivamente a la iniciativa de una de las 


partes en virtud del principio dispositivo, pues no puede ser ajena esta Judicatura  al 


mandato del artículo 235 de la Ley 1437 de 2011, que exhorta  tanto a las partes con 


al Juez de conocimiento a tomar las decisiones pertinentes, cuando se advierta que 


no se cumplieron los respectivos requisitos o variaron las circunstancias para su 


decreto. 


 


En tal sentido, si bien en el auto recurrido se estimó que la solicitud de medida cautelar 


cumplía con los requisitos exigidos en la ley para su procedencia, en esta oportunidad 


analiza nuevamente la petición y bajo este panorama luego de una revisión integral de 


los documentos allegados, se advierte que  la parte actora pretende la suspensión 


provisional de los efectos de un acto administrativo bajo el argumento que el acto 


demandado fue expedido con infracción de las normas en que debería fundarse, lo 


que materializa en la enumeración de unos presuntos defectos procedimentales en 


que se incurrió en las etapas de socialización y aprobación del Plan de Desarrollo 


contenido en el Acuerdo en mención. 


 


Sobre este aspecto, cabe señalar en primer lugar que la sola afirmación de la parte 


actora no lleva per se, la procedencia de la medida cautelar, como quiera que para 


que esta proceda no basta con advertir tal situación. 







 


Si bien indica la parte demandante que las actuaciones surtidas en el Concejo 


Municipal violentan las normas de rango superior relacionadas en la medida cautelar, 


en principio, no resulta contradictoria esta apreciación con las disposiciones 


normativas invocadas en la demanda, ni configura los supuestos de hecho para la 


procedencia de la suspensión provisional como medida cautelar. 


 


En efecto, habrá que determinarse en el transcurso del proceso judicial, si el trámite 


surtido ante el Concejo Municipal de Itagüí respetó o no la normatividad vigente y 


aplicable para el caso en concreto, pues ello necesariamente debe ser objeto de un 


debate probatorio y no de simples afirmaciones que se desprendan de los hechos 


expuestos y de la prueba sumaria que se allegó con el expediente. 


 


Lo anterior conlleva a reafirmar que lo solicitado efectivamente se deberá dilucidar a 


través del debate probatorio, posterior a la verificación de lo afirmado tanto en la 


medida como en la demanda y si lo probado es de tal entidad para retirar del 


ordenamiento jurídico el acto administrativo atacado, pero se reitera ello no conlleva 


los requisitos establecidos en las normas que configuran el decreto de la medida 


cautelar.  


 


No obstante lo anterior y si en gracia de discusión se aceptase la infracción a las 


normas superiores, no basta con la sola sustentación de dicha infracción, ya que es 


menester resaltar que el legislador fue preciso al establecer que para proceder a 


decretar las medidas cautelares consagradas en el C.P.A.C.A., es indispensable que 


las argumentaciones, documentaciones o informaciones allegadas por el interesado 


lleven a concluir al Juzgador, sin dubitación alguna, que resultaría más gravoso al 


interés público negar la medida que concederla, circunstancia que no se cumplió en el 


presente caso. 


 


En igual sentido se advierte que no se cumplen los supuestos de hechos establecidos 


en el numeral 4° del artículo 231 de la Ley 1437 de 2011, esto es, que al no otorgarse 


la medida se cause un perjuicio irremediable, o que existan serios motivos para 


considerar que de no otorgarse la medida los efectos de la sentencia serían 


nugatorios, lo que no se constata en el presente asunto, como quiera que no se aporta 


al menos prueba sumaria de ello, y brilla por su ausencia tal afirmación en la medida 


cautelar.  


 


Así las cosas, la existencia de serios motivos alegados por la parte actora en sus 


escritos iniciales  para la eventual procedencia de sus pretensiones, no lleva de suyo 


la procedencia de la medida cautelar, pues se reitera que los requisitos para nulitar un 


acto administrativo en sentencia distan ostensiblemente de los requisitos para la 


procedencia de una medida cautelar, toda vez que el decreto de la misma no solo 


consulta los eventuales juicios de pleno derecho, sino que, además, debe agotar otros 


razonamientos, como el que manda, el numeral 3 del artículo 231 de la Ley 1437 de 


2011, esto es un juicio de ponderación en el que se concluya que sería más gravoso 


para el interés público negar la medida que concederla. 


 


Es así que el razonamiento que necesariamente debe hacerse para suspender un acto 


administrativo, no solo termina con un análisis que en derecho deba de hacerse, sino 







que necesariamente debe verificarse la suspensión y su incidencia en los intereses 


públicos, de lo cual adolece la solicitud de medida cautelar, pues no es de menor 


entidad suspender un Plan de Desarrollo de un ente territorial. 


 


En tales condiciones, se advierte que en el escrito de medida cautelar no se presenta 


un argumento para sustentar la conducencia de la medida, por lo que su procedencia 


no resulta razonable, necesaria ni proporcional y negar la medida no conduce a que 


el fallo sea nugatorio.   


 


Siendo consecuentes con lo argumentado en el recurso, y articulado con lo 


previamente expuesto en esta providencia, se encuentra que en efecto no se predican 


los supuestos de hecho establecidos en la ley como en la jurisprudencia aplicable para 


la procedencia de la medida cautelar decretada. 


 


Así las cosas, se hace preciso tomar la decisión que en derecho corresponde, 


procediendo con la reposición del auto impugnado que resolvió decretar la medida 


cautelar solicitada, habida cuenta que no se colman en esta instancia procesal los 


requisitos para su procedencia.     


 


En este orden de ideas, y sin más consideraciones se repondrá el auto impugnado y 


consecuencialmente se levantará la suspensión provisional decretada sobre el acto 


administrativo contenido en el Acuerdo 008 de 11 de junio de 2020 emanado del 


Concejo Municipal de Itagüí, Antioquia. 


 


En mérito de lo expuesto, EL JUZGADO TRECE ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO 


DE MEDELLÍN, 


 


RESUELVE 


 


PRIMERO. Reponer el auto proferido el 9 de abril de 2021, notificado por estados 


el día 12 del mismo mes y año, mediante el cual se decretó la suspensión provisional 


de los efectos del Acuerdo Municipal 08 del 11 de junio de 2020 por medio del cual el 


Concejo Municipal de Itagüí adoptó el Plan de Desarrollo “Itagüí ciudad de 


oportunidades 2020-2023”, en el sentido de no decretar la medida cautelar. 


 


SEGÚNDO. En consecuencia levantar la suspensión provisional que recae sobre 


el citado Acuerdo Municipal.   


 


SEGUNDO. Continuar con el trámite del presente asunto. 


 


NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 


 


 
 


JOHN ALEXANDER CEBALLOS GAVIRIA 
Juez 


 
La anterior providencia se notificó por inserción en ESTADO ELECTRÓNICO el día 10 de mayo de 2021 en 


cumplimiento de lo ordenado por el art. 201 del CPACA (modificado por el art. 50 de la Ley 2080 de 2021) 
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 


RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 


 
JUZGADO TRECE ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO 


Medellín, siete (7) de mayo de dos mil veintiuno (2021) 


 


Medio de control Acción de cumplimiento 


Demandante Diana Sabid Gómez Amariles 


Demandado Municipio de Medellín - Secretaria de Seguridad y Convivencia 


Radicado 05001-33-33-013-2020-00292-00 


Asunto Cúmplase lo resuelto por el superior y ordena archivo 


  


CÚMPLASE LO RESUELTO POR EL TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE 


ANTIOQUIA, en providencia del 1° de febrero de 20211, por medio de la cual  se 


confirmó la Sentencia de primera instancia proferida el 16 de diciembre de 20202, 


por medio de la cual se negó la solicitud por improcedente, sin condenar en costas. 


 


Teniendo en cuenta que no hay trámites pendientes, se procederá con el archivo 


definitivo del expediente. 


 


NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 


  
JOHN ALEXANDER CEBALLOS GAVIRIA  


Juez  
  


La anterior providencia se notificó por inserción en ESTADO ELECTRÓNICO el día 10 de mayo de 2021 en 


cumplimiento de lo ordenado por el art. 201 del CPACA (modificado por el art. 50 de la Ley 2080 de 2021)  


                                                 
1 https://etbcsj-my.sharepoint.com/:b:/g/personal/adm13med_cendoj_ramajudicial_gov_co/EV-
hHjF8V_xBlUeHngblx68BzTtM7SVCYtAGZ8BZXRrmhQ?e=BuCmld  
2 https://etbcsj-
my.sharepoint.com/:b:/g/personal/adm13med_cendoj_ramajudicial_gov_co/Eb1EvZNaD0VAnpPWoAmVwtYBF6rKQotPpWj
pB5QrSQMBVw?e=iwrhye  



https://etbcsj-my.sharepoint.com/:b:/g/personal/adm13med_cendoj_ramajudicial_gov_co/EV-hHjF8V_xBlUeHngblx68BzTtM7SVCYtAGZ8BZXRrmhQ?e=BuCmld

https://etbcsj-my.sharepoint.com/:b:/g/personal/adm13med_cendoj_ramajudicial_gov_co/EV-hHjF8V_xBlUeHngblx68BzTtM7SVCYtAGZ8BZXRrmhQ?e=BuCmld

https://etbcsj-my.sharepoint.com/:b:/g/personal/adm13med_cendoj_ramajudicial_gov_co/Eb1EvZNaD0VAnpPWoAmVwtYBF6rKQotPpWjpB5QrSQMBVw?e=iwrhye

https://etbcsj-my.sharepoint.com/:b:/g/personal/adm13med_cendoj_ramajudicial_gov_co/Eb1EvZNaD0VAnpPWoAmVwtYBF6rKQotPpWjpB5QrSQMBVw?e=iwrhye

https://etbcsj-my.sharepoint.com/:b:/g/personal/adm13med_cendoj_ramajudicial_gov_co/Eb1EvZNaD0VAnpPWoAmVwtYBF6rKQotPpWjpB5QrSQMBVw?e=iwrhye
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 


RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 


 
JUZGADO TRECE ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO 


Medellín, siete (7) de mayo de dos mil veintiuno (2021) 


 


Medio de control Acción de cumplimiento 


Demandante Jhonatan Sosa Valencia 


Demandado Municipio del Itagüí 


Radicado 05001-33-33-013-2021-00003-00 


Asunto Cúmplase lo resuelto por el superior y ordena archivo 


  


 


CÚMPLASE LO RESUELTO POR EL TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE 


ANTIOQUIA, en providencia del 19 de marzo de 20211, por medio de la cual se 


declaró inadmisible el recurso de apelación concedido mediante auto del 26 de 


enero de 2021. 


 


Teniendo en cuenta que no hay trámites pendientes, se procederá con el archivo 


definitivo del expediente. 


 


NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 


  
JOHN ALEXANDER CEBALLOS GAVIRIA  


Juez  
  


La anterior providencia se notificó por inserción en ESTADO ELECTRÓNICO el día 10 de mayo de 2021 en 


cumplimiento de lo ordenado por el art. 201 del CPACA (modificado por el art. 50 de la Ley 2080 de 2021)  


                                                 
1 https://etbcsj-


my.sharepoint.com/:b:/g/personal/adm13med_cendoj_ramajudicial_gov_co/EW8ECXxHZ4lKpAKcqa6zT3A


BzRZ7o_ULrFzJCBo_Dn7okA?e=bA0cYh  



https://etbcsj-my.sharepoint.com/:b:/g/personal/adm13med_cendoj_ramajudicial_gov_co/EW8ECXxHZ4lKpAKcqa6zT3ABzRZ7o_ULrFzJCBo_Dn7okA?e=bA0cYh

https://etbcsj-my.sharepoint.com/:b:/g/personal/adm13med_cendoj_ramajudicial_gov_co/EW8ECXxHZ4lKpAKcqa6zT3ABzRZ7o_ULrFzJCBo_Dn7okA?e=bA0cYh

https://etbcsj-my.sharepoint.com/:b:/g/personal/adm13med_cendoj_ramajudicial_gov_co/EW8ECXxHZ4lKpAKcqa6zT3ABzRZ7o_ULrFzJCBo_Dn7okA?e=bA0cYh
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 


RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 


 
JUZGADO TRECE ADMINISTRATIVO DE MEDELLÍN 


Medellín, siete (7) de mayo de dos mil veintiuno (2021) 


 


Medio de control Nulidad y restablecimiento del derecho – Laboral  


Demandante SUSANA DEL SOCORRO LONDOÑO CALDERON. 


Demandado NACIÓN - MINISTERIO DE EDUCACIÓN - FONDO 


NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL 


MAGISTERIO FONPREMAG 


Radicado 05001-33-33-013-2020-00176-00 


Asunto Inadmite demanda 


 


Realizado el estudio correspondiente, se procede a INADMITIR la demanda de 
la referencia, de conformidad con lo previsto en el artículo 170 del Código de 
Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, por las 
siguientes razones: 
 
El artículo 160 de la Ley 1437 de 2011, en concordancia con el artículo 74 del 
Código General del Proceso, disponen que en los poderes especiales, los 
asuntos deberán estar determinados y claramente identificados. Por su parte el 
artículo 5 Decreto 806 de 20201, estableció una nueva forma de otorgar poder. 
 


En el caso concreto, se observa que el poder allegado con la demanda, fue 
presentado el día 30 de noviembre de 20182, con el propósito de demandar el 
acto ficto negativo generado por la petición elevada el 17 de julio de 20193. Tal 
situación evidencia que el poder fue otorgado con anterioridad a la presentación 
de la solicitud y por tanto, a la configuración del acto administrativo ficto negativo 
demandado.  


 
De acuerdo con lo anterior se concede el término de diez (10) días4 para que 
la parte actora proceda a: 


 


PRIMERO. APORTAR poder otorgado en debida forma5.  


 


                                                           
1 “Los poderes especiales para cualquier actuación judicial se podrán conferir mediante mensaje de datos, sin firma 
manuscrita o digital, con la sola antefirma, se presumirán auténticos y no requerirán de ninguna presentación personal o 
reconocimiento. En el poder se indicará expresamente la dirección de correo electrónico del apoderado que deberá 
coincidir con la inscrita en el Registro Nacional de Abogados. Los poderes otorgados por personas inscritas en el registro 
mercantil, deberán ser remitidos desde la dirección de correo electrónico inscrita para recibir notificaciones judiciales.” 
2 Folio 21 de La demanda: https://etbcsj-
my.sharepoint.com/:b:/g/personal/adm13med_cendoj_ramajudicial_gov_co/EYSrkTUm1vhEoWy2lgnP34gBqyU8awuEG
Ks8KbJLEvCHfA?e=7JxueJ  
 
3 Folios 22 y 23 ibidem. 
4 Contados a partir de la notificación por estados del presente auto de conformidad con el artículo 205 del CPACA 
modificado por el artículo 52 de la Ley 2080 de 2021. 
5 Ya sea bajo los parámetros establecidos en el art. 74 del CGP o por lo dispuesto en el art. 5 del Decreto 806 de 2020. 
Se advierte que el correo destinado para allegar la información solicitada es : 
memorialesjamed@cendoj.ramajudicial.gov.co;  



https://etbcsj-my.sharepoint.com/:b:/g/personal/adm13med_cendoj_ramajudicial_gov_co/EYSrkTUm1vhEoWy2lgnP34gBqyU8awuEGKs8KbJLEvCHfA?e=7JxueJ

https://etbcsj-my.sharepoint.com/:b:/g/personal/adm13med_cendoj_ramajudicial_gov_co/EYSrkTUm1vhEoWy2lgnP34gBqyU8awuEGKs8KbJLEvCHfA?e=7JxueJ

https://etbcsj-my.sharepoint.com/:b:/g/personal/adm13med_cendoj_ramajudicial_gov_co/EYSrkTUm1vhEoWy2lgnP34gBqyU8awuEGKs8KbJLEvCHfA?e=7JxueJ

mailto:memorialesjamed@cendoj.ramajudicial.gov.co
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SEGUNDO. REMITIR copia del memorial de cumplimiento de requisitos a la 
entidad demandada, en cumplimiento a lo ordenado en el numeral 2 del artículo 
162 de la Ley 1437 de 2011, adicionado por el artículo 35 de la Ley 2080 de 2021. 


 


TERCERO. Se ADVIERTE que ante el incumplimiento de lo anterior, se 
procederá al rechazo6 de la demanda. 


 


 


 


NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 


 
JOHN ALEXANDER CEBALLOS GAVIRIA 


Juez 
 


 


La anterior providencia se notificó por inserción en ESTADO ELECTRÓNICO el día 010 de mayo de 2021 


en cumplimiento de lo ordenado por el art. 201 del CPACA (modificado por el art. 50 de la Ley 2080 de 


2021) 


 


                                                           
6 Artículo 169 numeral 2 de la Ley 1437 de 2011. 
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 
RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 


 
JUZGADO TRECE ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO 


Medellín, siete (7) de mayo de dos mil veintiuno (2021) 
 


Medio de control Nulidad y restablecimiento del derecho – Laboral 


Demandante  Luis Enrique Galvis Tello y Otra 


Demandados Nación - Ministerio de Defensa - Ejército Nacional 


Radicado 05001 33 33 013 2019 00374 00 


Referencia Admite reforma demanda 


 
Procede el Despacho a pronunciarse respecto del escrito incorporado a fls. 37 – 40, 


mediante el cual la parte demandante adicionó la demanda en lo atinente al acápite 


de pruebas, en el sentido que se tenga por documentales y se disponga su ratificación 


respecto de las declaraciones extrajuicio rendidas el día 28 de febrero de 2020 por los 


Sres. Osiris Helena Meriño Muñoz e Ivon Yaneth De la Rosa Ospino ante la Notaría 


Primera del Círculo de Santa Marta. 


 


Para resolver la solicitud debe atenderse lo dispuesto en el art. 173 del CPACA1, el 


cual señala que por una sola vez, el demandante podrá adicionar, aclarar o modificar 


la demanda, en relación con las partes, pretensiones así como los hechos en que 


éstas se fundamentan y las pruebas solicitadas. 


 


En el presente caso, se advierte que surtida la notificación de la demanda el 5 de 


marzo de 20202, la reforma se presentó dentro del término legal3 y cumple con los 


requisitos establecidos en la norma citada con antelación. 


  


Atendiendo que la admisión de la demanda ya fue notificada a los interesados, la 


presente decisión se notificará por estados y el término de traslado para que el Ejército 


Nacional se pronuncie corresponderá a la mitad del inicialmente otorgado, el cual 


comenzará a correr a partir del día siguiente al de la notificación por estados.   


  


El escrito contentivo de la reforma de la demanda se encuentra disponible en el 


siguiente vínculo: https://etbcsj-


my.sharepoint.com/:b:/g/personal/adm13med_cendoj_ramajudicial_gov_co/EZoxDtZ


U2c9JkLe7LyZdFCMBOCYCWXYvax0brQX8ueCCSg?e=pdwlrn.  


  


En mérito de lo expuesto, el JUZGADO TRECE ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO 


DE MEDELLÍN, 


  


 


                                            
1 “Artículo 173. Reforma de la demanda.  
(…) 1. La reforma podrá proponerse hasta el vencimiento de los diez (10) días siguientes al traslado de la demanda. De la admisión 
de la reforma se correrá traslado mediante notificación por estado y por la mitad del término inicial. Sin embargo, si se 
llama a nuevas personas al proceso, de la admisión de la demanda y de su reforma se les notificará personalmente y se les correrá 
traslado por el término inicial (…)”  
2 Como se observa a fls. 34 – 36. 
3 El 12 de marzo de 2020 como se en el sello recibido de la Oficina de Apoyo que reposa a fl. 37. 



https://etbcsj-my.sharepoint.com/:b:/g/personal/adm13med_cendoj_ramajudicial_gov_co/EZoxDtZU2c9JkLe7LyZdFCMBOCYCWXYvax0brQX8ueCCSg?e=pdwlrn

https://etbcsj-my.sharepoint.com/:b:/g/personal/adm13med_cendoj_ramajudicial_gov_co/EZoxDtZU2c9JkLe7LyZdFCMBOCYCWXYvax0brQX8ueCCSg?e=pdwlrn

https://etbcsj-my.sharepoint.com/:b:/g/personal/adm13med_cendoj_ramajudicial_gov_co/EZoxDtZU2c9JkLe7LyZdFCMBOCYCWXYvax0brQX8ueCCSg?e=pdwlrn





RESUELVE  


  


PRIMERO: ADMITIR LA REFORMA DE LA DEMANDA presentada por la parte 


demandante, en el proceso de la referencia.  


 


SEGUNDO: NOTIFICAR por estados la presente decisión, de conformidad con lo 


establecido en el art. 173 del CPACA. 


 


TERCERO: CORRER traslado de la presente admisión de la reforma a la demanda 


por el término de quince (15) días, a las entidades demandadas y al Ministerio Público, 


de conformidad con lo prescrito en el art. 173 del CPACA.  


 


CUARTO: INFORMAR que los memoriales dirigidos al presente proceso deberán 


remitirse única y exclusivamente al correo 


memorialesjamed@cendoj.ramajudicial.gov.co indicando en el asunto el número del 


radicado y de ser el caso, el número de oficio/exhorto al que se está dando respuesta. 


 


 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 


 


JOHN ALEXANDER CEBALLOS GAVIRIA 


Juez 


 


 


La anterior providencia se notificó por inserción en ESTADO ELECTRÓNICO el día 10 de mayo de 2021 en 
cumplimiento de lo ordenado por el art. 201 del CPACA (modificado por el art. 50 de la Ley 2080 de 2021) 


 


 


 
 
 



mailto:memorialesjamed@cendoj.ramajudicial.gov.co
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 
RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 


 
JUZGADO TRECE ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO 


Medellín, siete (7) de mayo de dos mil veintiuno (2021) 
 


Medio de Control Reparación Directa 


Demandante Jorge Humberto Correa Herrera 


Demandado Nación – Ministerio de Defensa Ejército Nacional y otros 


Radicado 05001-33-33-013-2019-00173-00 


Asunto Modifica fecha para audiencia inicial   


  
 
El pasado 16 de marzo de 2021, esta agencia judicial fijó fecha para la celebración 
de la audiencia inicial, para el día miércoles (12) de mayo de 2021, a las 8:30 
horas. Sin embargo, por la situaciones administrativas de la agenda del despacho, 
no será posible surtir la diligencia en la fecha y hora fijada anteriormente. 
 
Como consecuencia de lo anterior, se procede a fijar nueva fecha para audiencia 
inicial, para el nueve (9) de junio de 2021, a la 13:30 horas. 
 


 
 
 


NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE  


  
JOHN ALEXANDER CEBALLOS GAVIRIA  


Juez  
  


La anterior providencia se notificó por inserción en ESTADO ELECTRÓNICO el día 10 de mayo de 2021 en 


cumplimiento de lo ordenado por el art. 201 del CPACA (modificado por el art. 50 de la Ley 2080 de 2021) 
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 
RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 


 
JUZGADO TRECE ADMINISTRATIVO  DE MEDELLÍN 


Medellín, siete (7) de mayo de dos mil veintiuno (2021) 
  


Medio de Control Reparación Directa 


Demandante Jaiber Alirio Hurtado Ramírez y otros 


Demandado Nación – Rama Judicial, Nación – Fiscalía General de la 


Nación 


Radicado 05001-33-33-013-2019-00054-00 


Asunto Modifica fecha para audiencia inicial   


  
 
Considerando que esta agencia judicial decidió vincularse al paro nacional 
convocado por la Asociación de Funcionarios y Empleados de la Rama Judicial -
ASONAL JUDICIAL- para el cinco (5) de mayo de 2021, como señal de rechazo 
ante las manifestaciones de violencia en el marco de la protesta que se ha venido 
presentando en el país; se hace necesario reprogramar la diligencia fijada por auto 
del 16 de marzo de 2021 en el proceso de la referencia. 
 
Como consecuencia de lo anterior, se procede a fijar nueva fecha para audiencia 
inicial, la cual se llevará a cabo el día dieciséis (16) de junio de 2021, a la 8:30 
horas. 
 


 
 
 


NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE  


  
JOHN ALEXANDER CEBALLOS GAVIRIA  


Juez  
  


La anterior providencia se notificó por inserción en ESTADO ELECTRÓNICO el día 10 de mayo de 2021 en 


cumplimiento de lo ordenado por el art. 201 del CPACA (modificado por el art. 50 de la Ley 2080 de 2021) 
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 


RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 


 
JUZGADO TRECE ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO 


Medellín, siete (7) de mayo de dos mil veintiuno (2021) 


 


Medio de control Nulidad y restablecimiento del derecho – Laboral  


Demandante BEATRIZ ELENA VILLADA OROZCO 


Demandado NACIÓN -. MINISTERIO DE EDUCACIÓN - FONDO NACIONAL 


DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO 


FONPREMAG 


Radicado 05001-33-33-013-2018-00523-00 


Asunto Concede Recurso – Reconoce personería   


  


Se recibe recurso de apelación presentado por la parte demandada1 en contra de la 


sentencia Nº 009 del 25 de marzo de 2021, la cual fue notificada el 26 de marzo de 2021, 


en los términos del artículo 203 de la Ley 1437 de 20112. 


 


Como quiera que a la fecha de expedición de la sentencia ya se encontraba vigente el 


artículo 87 de la Ley 2080 de 2021, la cual derogó el inciso 4 del artículo 192 de la Ley 


1437 de 2011, lo procedente es conceder el recurso de apelación. 


 


Por lo anterior, se ordena lo siguiente: 


 


PRIMERO. CONCEDER EL RECURSO DE APELACIÓN interpuesto por la parte 


demandada.   


 


SEGUNDO. RECONOCER personería a la abogada ILBA CAROLINA RODRIGUEZ 


CORREA, titular de la T.P. 315.085 para representar a la parte demandada en los 


términos y para los efectos de la sustitución al poder otorgada por Luis Alfredo Sanabria 


Ríos.  


 


TERCERO. REMITIR el expediente al Tribunal Administrativo de Antioquia.  


 


 


NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 


 


 


 


JOHN ALEXANDER CEBALLOS GAVIRIA 


Juez 
 


 


La anterior providencia se notificó por inserción en ESTADO ELECTRÓNICO el día 10 de mayo de 2021 


en cumplimiento de lo ordenado por el art. 201 del CPACA (modificado por el art. 50 de la Ley 2080 de 


2021) 


 


 


                                                           
1 https://etbcsj-
my.sharepoint.com/:b:/g/personal/adm13med_cendoj_ramajudicial_gov_co/EUL9gGU6ED5IqJBIOxhS850BiNN_ksvoDH
NHNPsqgVcTvQ?e=45sYA9  
2 https://etbcsj-
my.sharepoint.com/:b:/g/personal/adm13med_cendoj_ramajudicial_gov_co/EdQpU_sRy2RDriijSUAZV20Bqttots-
nhjGsRY9ssKHN9Q?e=N4GhEk  



https://etbcsj-my.sharepoint.com/:b:/g/personal/adm13med_cendoj_ramajudicial_gov_co/EUL9gGU6ED5IqJBIOxhS850BiNN_ksvoDHNHNPsqgVcTvQ?e=45sYA9

https://etbcsj-my.sharepoint.com/:b:/g/personal/adm13med_cendoj_ramajudicial_gov_co/EUL9gGU6ED5IqJBIOxhS850BiNN_ksvoDHNHNPsqgVcTvQ?e=45sYA9

https://etbcsj-my.sharepoint.com/:b:/g/personal/adm13med_cendoj_ramajudicial_gov_co/EUL9gGU6ED5IqJBIOxhS850BiNN_ksvoDHNHNPsqgVcTvQ?e=45sYA9

https://etbcsj-my.sharepoint.com/:b:/g/personal/adm13med_cendoj_ramajudicial_gov_co/EdQpU_sRy2RDriijSUAZV20Bqttots-nhjGsRY9ssKHN9Q?e=N4GhEk

https://etbcsj-my.sharepoint.com/:b:/g/personal/adm13med_cendoj_ramajudicial_gov_co/EdQpU_sRy2RDriijSUAZV20Bqttots-nhjGsRY9ssKHN9Q?e=N4GhEk

https://etbcsj-my.sharepoint.com/:b:/g/personal/adm13med_cendoj_ramajudicial_gov_co/EdQpU_sRy2RDriijSUAZV20Bqttots-nhjGsRY9ssKHN9Q?e=N4GhEk
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 
RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 


 
JUZGADO TRECE ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO 


Medellín, siete (7) de mayo de dos mil veintiuno (2021) 
 


Medio de control Reparación directa 


Demandante TAIHANA ANDREA GONZÁLEZ Y OTROS 


Demandado NACIÓN - MINISTERIO DE DEFENSA - POLICÍA 


NACIONAL  


Radicado 05001-33-33-013-2018-00517-00 


Asunto Fija fecha para audiencia inicial – Reconoce personería 


 


Vencido el traslado de la demanda y atendiendo que mediante auto del 2 de marzo 


de 20211 se resolvieron2 las excepciones previas formuladas por la parte 


demandante, decisión que no fue recurrida, procede fijar fecha para Audiencia 


Inicial3, en la cual se agotará la fijación del litigio, conciliación y decreto de pruebas. 


 


Por lo anterior, se fija como fecha el martes 18 de mayo de 2021 a partir de las 


13:30 horas, a través de la plataforma MICROSOFT TEAMS. El link de ingreso se 


remitirá a los correos electrónicos registrados, a mas tardar dentro de los tres días 


hábiles previos a la celebración de la audiencia. 


 


Se advierte que conforme a lo prescrito en el # 2 del Art. 180 de la Ley 1437 de 


20114, es deber de los apoderados concurrir a la diligencia y su inasistencia no 


impedirá su realización y que es su deber comunicar a sus poderdantes la fecha de 


realización de la misma. 


 


Para finalizar, se reconoce personería a la abogada CAROLINA MARÍA 


ECHEVERRI ORTIZ titular de la T.P. No. 195.085 del C. S. de la J. como apoderada 


                                                           
1 Disponible en el siguiente vínculo: https://etbcsj-
my.sharepoint.com/:b:/g/personal/adm13med_cendoj_ramajudicial_gov_co/EYVSNOj7l9BHtVCCaSh00bQBRfkaaCufrs1
DjJ2kL9Giqw?e=sI0E2R 
2 Modificado por el art. 38 de la Ley 2080 de 2021 “Por medio de la cual se reforma el Código de Procedimiento 
Administrativo y de lo Contencioso Administrativo - Ley 1437 De 2011- y se dictan otras disposiciones en materia de 
Descongestión en los procesos que se tramitan ante la Jurisdicción”. 
ARTÍCULO 175. CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA.  “(…) PARÁGRAFO 2o. <Parágrafo modificado por el artículo 38 
de la Ley 2080 de 2021. El nuevo texto es el siguiente:> De las excepciones presentadas se correrá traslado en la forma 
prevista en el artículo 201A por el término de tres (3) días. En este término, la parte demandante podrá pronunciarse 
sobre las excepciones previas y, si fuere el caso, subsanar los defectos anotados en ellas. En relación con las demás 
excepciones podrá también solicitar pruebas. 
Las excepciones previas se formularán y decidirán según lo regulado en los artículos 100, 101 y 102 del Código General 
del Proceso. Cuando se requiera la práctica de pruebas a que se refiere el inciso segundo del artículo 101 del citado 
código, el juez o magistrado ponente las decretará en el auto que cita a la audiencia inicial, y en el curso de esta las 
practicará. Allí mismo, resolverá las excepciones previas que requirieron pruebas y estén pendientes de decisión. 
Antes de la audiencia inicial, en la misma oportunidad para decidir las excepciones previas, se declarará la terminación 
del proceso cuando se advierta el incumplimiento de requisitos de procedibilidad. 
Las excepciones de cosa juzgada, caducidad, transacción, conciliación, falta manifiesta de legitimación en la causa y 
prescripción extintiva, se declararán fundadas mediante sentencia anticipada, en los términos previstos en el numeral 
tercero del artículo 182A.” 
3 De conformidad con lo dispuesto en el Art. 180 del CPACA (modificado por el art. 40 de la Ley 2080 de 2021)  
4 ARTÍCULO 180. AUDIENCIA INICIAL. Vencido el término de traslado de la demanda o de la de reconvención según el 
caso, el Juez o Magistrado Ponente, convocará a una audiencia que se sujetará a las siguientes reglas: 
“(…) 2. Intervinientes. <Ver Notas del Editor> Todos los apoderados deberán concurrir obligatoriamente. También podrán 
asistir las partes, los terceros y el Ministerio Público. 
La inasistencia de quienes deban concurrir no impedirá la realización de la audiencia, salvo su aplazamiento por decisión 
del Juez o Magistrado Ponente.” 



https://etbcsj-my.sharepoint.com/:b:/g/personal/adm13med_cendoj_ramajudicial_gov_co/EYVSNOj7l9BHtVCCaSh00bQBRfkaaCufrs1DjJ2kL9Giqw?e=sI0E2R

https://etbcsj-my.sharepoint.com/:b:/g/personal/adm13med_cendoj_ramajudicial_gov_co/EYVSNOj7l9BHtVCCaSh00bQBRfkaaCufrs1DjJ2kL9Giqw?e=sI0E2R

https://etbcsj-my.sharepoint.com/:b:/g/personal/adm13med_cendoj_ramajudicial_gov_co/EYVSNOj7l9BHtVCCaSh00bQBRfkaaCufrs1DjJ2kL9Giqw?e=sI0E2R

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_2080_2021.html#38

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1437_2011.html#201A

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1564_2012_pr002.html#100

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1564_2012_pr002.html#101

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1564_2012_pr002.html#102

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1564_2012_pr002.html#101

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1437_2011.html#182A





 
 
 
 
 


 


de la parte demandada en los términos y para los efectos del poder en su favor 


conferido que reposa a Fls. 73 – 76. 


 


 


NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 


 


 


JOHN ALEXANDER CEBALLOS GAVIRIA 


Juez 
 


La anterior providencia se notificó por inserción en ESTADO ELECTRÓNICO el día 10 de mayo de 2021 


en cumplimiento de lo ordenado por el art. 201 del CPACA (modificado por el art. 50 de la Ley 2080 de 


2021) 
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 


RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 


 
JUZGADO TRECE ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO 


Medellín, siete (7) de mayo de dos mil veintiuno (2021) 
 


Medio de control Controversias Contractuales  


Demandante LA NACIÓN- MINISTERIO DEL INTERIOR 


Demandado MUNICIPIO DE JERICÓ 


Radicado 05001-33-33-013-2018-00329-00 


Asunto Resuelve reposición contra auto que impuso sanción a abogado 
por inasistencia a audiencia 


 
Se procede a resolver el recurso de reposición interpuesto por el abogado Santiago 


Alfredo Pérez Solano contra el auto del 18 de febrero de 2020, mediante el cual se 


impuso multa equivalente a dos salarios mínimos legales mensuales vigentes por no 


asistir a la audiencia inicial. 


 


I. ANTECEDENTES 


 


El día 5 de febrero de 2020 se llevó a cabo la audiencia inicial, en la que se superaron 


las fases indicadas en el artículo 180 de la Ley 1437 de 2011, como son la decisión de 


excepciones previas, fijación del litigio y decreto de pruebas, sin que el apoderado de la 


parte demandante se hiciera presente a la diligencia. 


 


Una vez vencido el término concedido para allegar la correspondiente justificación, el 


despacho por auto del 18 de febrero de 2020 decidió sancionar al abogado.  En dicha 


providencia se consideró de un lado, que el memorial que pretendía justificar la 


inasistencia fue presentado de manera extemporánea, y de otro, que las razones 


aducidas no revelaban una circunstancia particular determinante de fuerza mayor o caso 


fortuito. 


 


 


I.1. Del recurso de reposición 


 


Se expuso que en el caso concreto la inasistencia a la audiencia inicial no ocurrió por 


negligencia o descuido del apoderado, sino que obedeció a trámites administrativos que 


se adelantan en las entidades públicas al inicio de cada vigencia fiscal, circunstancia que 


fue informada al despacho previamente por la jefe de la Asesora Jurídica del Ministerio 


del Interior. 


 


Así, ante la falta de vínculo contractual, era imposible que la entidad gestionara los 


recursos para el desplazamiento a la ciudad de Medellín, lo que constituye fuerza mayor. 


 


Adicionalmente, resalta que fue diligente y actuó con responsabilidad al informar a la 


parte demandante la programación de la audiencia con antelación para que esta tomara 


las medidas respectivas. 


 


 


I.2. Posición de la demandada 


 







 
 
 
 


 


El Municipio de Jericó, Antioquia no se pronunció respecto al recurso interpuesto. 


 


Así las cosas, el despacho considera procedente pasar a resolver, previas las siguientes. 


 


 


II. CONSIDERACIONES 


 


II.1. Procedencia del recurso 


 


La decisión recurrida no es de aquellas susceptibles de los recursos de apelación o 


súplica en los términos de los arts. 243 y 246 del CPACA, de allí que el procedente sea 


el de reposición1. 


 


II.2. Problema Jurídico 


 


En lo que respecta al problema jurídico que se plantea en esta oportunidad, el mismo 


radica en determinar si procede revertir la decisión mediante la cual se impuso multa al 


abogado Santiago Alfredo Pérez Solano en calidad de apoderado de la parte 


demandante, por no haber asistido a la audiencia inicial celebrada el 5 de febrero de 


2020. 


 


II.3. Caso concreto 


 


Como se indicó en la decisión recurrida, el artículo 180 de la Ley 1437 de 2011, prevé 


que cuando el apoderado no concurra a la audiencia inicial sin justa causa, se le 


impondrá multa de dos (2) salarios mínimos legales mensuales vigentes. 


 


Considera este Despacho que tal como quedó expuesto en el auto que se recurre, el 


apoderado de la parte demandante no asistió a la audiencia, ni acreditó de manera 


oportuna prueba de fuerza mayor o caso fortuito. 


 


Si bien en el escrito con que se recurre el auto que impone sanción, se indica que a 


pesar que el memorial del 13 de febrero de 2020, suscrito por la doctora SANDRA 


JEANNETTE FAURA VARGAS en calidad de jefe de la Oficina Asesora Jurídica del 


Ministerio del Interior fue radicado de manera extemporánea, existe la posibilidad en esta 


etapa procesal de reconsiderar la decisión, lo cierto es que el artículo 180 de la Ley 1437 


de 2011 establece un término perentorio para aportar la justificación de la inasistencia a 


audiencia, aún en los eventos de fuerza mayor o caso fortuito.  


 


En consecuencia, se mantendrá la decisión recurrida dado que, independiente de la 


causa que ocasionó la inasistencia, se tenía la obligación de presentar la justificación 


dentro de los tres (3) días siguientes a la realización de la audiencia, término que no fue 


cumplido por el abogado Santiago Alfredo Pérez Solano. 


 


Si en gracia de discusión se entrara a analizar la razón expuesta por el apoderado, se 


reitera que la misma no es constitutiva de fuerza mayor o caso fortuito, dado que se trata 


de una circunstancia conocida con anterioridad, esto es previsible y el abogado en 


cumplimiento de sus deberes profesionales debió renunciar al mandato al interior del 


proceso que sea adelanta en este despacho o en su defecto informar de esta 


circunstancia para que esta agencia judicial analizara la situación y si era del caso 


reprogramar la diligencia. 


                                                           
1 Toda vez que, según establece el Art. 242 del CPACA, el recurso de reposición procede contra los autos que no sean 
susceptibles de apelación o súplica.  Cabe aclarar que el recurso fue interpuesto con anterioridad a la Ley 2080 de 
2021. 







 
 
 
 


 


 


Por lo anterior y dado que no se presentan argumentos diferentes a los ya debatidos, no 


existe mérito alguno para variar la decisión adoptada en el auto calendado el 18 de 


febrero de 2020. 


 


En mérito de lo expuesto, el JUZGADO TRECE ADMINISTRATIVO ORAL DE 


MEDELLÍN,  


 


 


RESUELVE 


 


PRIMERO. NO REPONER la decisión contenida en el auto proferido el 18 de febrero 


de 2020, de conformidad con las razones expuestas en la parte motiva. 


 


  


NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 


 
JOHN ALEXANDER CEBALLOS GAVIRIA 


Juez 


 


 


La anterior providencia se notificó por inserción en ESTADO ELECTRÓNICO el día 10 


de mayo de 2021 en cumplimiento de lo ordenado por el art. 201 de la Ley 1437 de 


2011, modificado por el artículo 50 de la Ley 2080 de 2021. 


 
 






image18.emf
2018-00297  reprograma AI.pdf


2018-00297 reprograma AI.pdf


 
 
 
 
 


 


REPÚBLICA DE COLOMBIA 


RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 


 
JUZGADO TRECE ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO 


Medellín, siete (7) de mayo de dos mil veintiuno (2021) 


 


Medio de control Reparación Directa  


Demandante María Victoria Gómez de Gómez y otros   


Demandado Departamento de Antioquia y otros 


Radicado 05001-33-33-013-2018-00297-00 


Asunto Reprograma fecha de audiencia inicial 
 


En sesión de audiencia inicial llevada a cabo el 11 de marzo de 2020, se fijó fecha 


para continuar la audiencia inicial de que trata el art. 180 del CPACA, la cual no se 


pudo realizar por cuenta de la emergencia sanitaria decretada a causa del 


coronavirus COVID 19, lo que hace necesario reprogramar la diligencia. 


 


De otro lado, se advierte que mediante correo electrónico del 19 de febrero de 20211 


el abogado Juan David Gómez Rodríguez solicita que se le reconozca personería 


como apoderado de SAVIA SALUD EPS, sin embargo, al revisar el poder se observa 


que el mismo fue conferido a la sociedad JD ABOGADOS S.A.S, por tanto, se deberá 


aportar el certificado de existencia y representación legal de la persona jurídica, a 


efectos de constatar que el profesional del derecho se encuentre inscrito en este. 


 


Para finalizar se informa que el expediente físico escaneado se puede consultar en 


el siguiente link: https://etbcsj-


my.sharepoint.com/:f:/g/personal/adm13med_cendoj_ramajudicial_gov_co/EqrsqM


AdhqxMu6JoetA-KjkBy2cm7zeuHcXQF3ZPG1Mczw?e=DcJEDP  


 


 


Por lo anterior, se ordena lo siguiente: 


 


PRIMERO. FIJAR el JUEVES 8 DE JULIO DE 2021, A PARTIR DE LAS 08:30 


HORAS, como fecha para la celebración de la audiencia inicial por medios virtuales 


en la plataforma MICROSOFT TEAMS2. A mas tardar dentro de los tres (3) días 


previos a la celebración de la audiencia, se remitirá el link para ingreso a los correos 


electrónicos registrados. 


                                                           
1 https://etbcsj-
my.sharepoint.com/:b:/g/personal/adm13med_cendoj_ramajudicial_gov_co/ESyYv7yEuEBEuguT4yFCM
wQB8-nvoeWvfOQQa0TjqR-eGg?e=ifVqg4  
2 Artículo 7 del Decreto 806 de 2020. 
“Artículo 7. Audiencias. Las audiencias deberán realizarse utilizando los medios tecnológicos a disposición de las 
autoridades judiciales o por cualquier otro medio puesto a disposición por una o por ambas partes y en ellas deberá 
facilitarse y permitirse la presencia de todos los sujetos procesales, ya sea de manera virtual o telefónica. No se requerirá 
la autorización de que trata el parágrafo 2° del artículo 107 del Código General del Proceso.  
No obstante, con autorización del titular del despacho, cualquier empleado podrá comunicarse con los sujetos procesales, 
antes de la realización de las audiencias, con el fin de informarles sobre la herramienta tecnológica que se utilizará en 
ellas o para concertar una distinta (…)” 



https://etbcsj-my.sharepoint.com/:f:/g/personal/adm13med_cendoj_ramajudicial_gov_co/EqrsqMAdhqxMu6JoetA-KjkBy2cm7zeuHcXQF3ZPG1Mczw?e=DcJEDP

https://etbcsj-my.sharepoint.com/:f:/g/personal/adm13med_cendoj_ramajudicial_gov_co/EqrsqMAdhqxMu6JoetA-KjkBy2cm7zeuHcXQF3ZPG1Mczw?e=DcJEDP

https://etbcsj-my.sharepoint.com/:f:/g/personal/adm13med_cendoj_ramajudicial_gov_co/EqrsqMAdhqxMu6JoetA-KjkBy2cm7zeuHcXQF3ZPG1Mczw?e=DcJEDP

https://etbcsj-my.sharepoint.com/:b:/g/personal/adm13med_cendoj_ramajudicial_gov_co/ESyYv7yEuEBEuguT4yFCMwQB8-nvoeWvfOQQa0TjqR-eGg?e=ifVqg4

https://etbcsj-my.sharepoint.com/:b:/g/personal/adm13med_cendoj_ramajudicial_gov_co/ESyYv7yEuEBEuguT4yFCMwQB8-nvoeWvfOQQa0TjqR-eGg?e=ifVqg4

https://etbcsj-my.sharepoint.com/:b:/g/personal/adm13med_cendoj_ramajudicial_gov_co/ESyYv7yEuEBEuguT4yFCMwQB8-nvoeWvfOQQa0TjqR-eGg?e=ifVqg4





 
 
 
 
 


 


 


SEGUNDO. REQUERIR a las partes y apoderados para que actualicen sus datos 


de ubicación (correo electrónico y número celular), a efectos de proceder de 


conformidad3. 


 


TERCERO. ADVERTIR que la asistencia a la audiencia es obligatoria4 y su 


inasistencia no impedirá la realización de la misma. Es deber de los apoderados 


comunicar a sus poderdantes la fecha programada. 


 


CUARTO. REQUERIR a la EPS SAVIA SALUD EPS para que otorgue poder de 


conformidad con el artículo 5 del Decreto 806 de 20205 y allegue certificado de 


existencia y representación legal de la empresa JD ABOGADOS S.A.S, persona 


jurídica a quien se otorga el mandato según poder allegado en correo electrónico del 


19 de febrero 2021. De igual manera, se deberá aportar documento idóneo que 


acredite la calidad de representante legal de la EPS SAVIA SALUD. 


 


 


 


NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 


 


 


 


JOHN ALEXANDER CEBALLOS GAVIRIA 


Juez 


 


 


 
La anterior providencia se notificó por inserción en ESTADO ELECTRÓNICO el día 10 de mayo de 2021 


en cumplimiento de lo ordenado por el art. 201 del CPACA (modificado por el art. 50 de la Ley 2080 de 


2021) 


 


                                                           
3 Dicha actualización podrá efectuarse mediante remisión de los datos correspondientes, previa identificación del proceso, 
al correo electrónico: memorialesjamed@cendoj.ramajudicial.gov.co; se recuerda que la información allí registrada debe 
coincidir con la suministrada en el aplicativo SIRNA del C. S. de la J. 
4 Numeral 2 artículo 180 de la Ley 1437 de 2011. 
5 “Los poderes especiales para cualquier actuación judicial se podrán conferir mediante mensaje de datos, 
sin firma manuscrita o digital, con la sola antefirma, se presumirán auténticos y no requerirán de ninguna 
presentación personal o reconocimiento. En el poder se indicará expresamente la dirección de correo 
electrónico del apoderado que deberá coincidir con la inscrita en el Registro Nacional de Abogados. Los 
poderes otorgados por personas inscritas en el registro mercantil, deberán ser remitidos desde la dirección 
de correo electrónico inscrita para recibir notificaciones judiciales.” 
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 
RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 


 
JUZGADO TRECE ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO 


Medellín, siete (7) de mayo de dos mil veintiuno (2021) 
 


Medio de control Repetición  


Demandante  Departamento de Antioquia 


Demandados Sergio Fajardo Valderrama y Otros 


Radicado 05001 33 33 013 2018 00241 00 


Referencia Declara desierto recurso de apelación - Pone en 


conocimiento respuesta a oficio – Requiere a las partes 


 
Con ocasión de la audiencia inicial celebrada el 4 de marzo de 2020 (fls. 190 – 194), la 


apoderada de los demandados interpuso recurso de reposición contra la decisión por 


medio de la cual se negó la prueba tendiente a oficiar a la Oficina de Apoyo Judicial en 


los términos solicitados a fl. 163. En esa misma oportunidad se adecuó el recurso al de 


apelación1 y se concedió el mismo en el efecto devolutivo, a cuyos efectos se concedió 


el término previsto en el art. 324 del CGP para que aportara las copias correspondientes 


y así proceder a su remisión ante el Tribunal Administrativo de Antioquia. 


 


Vencido el término concedido, la apoderada de los demandados no cumplió con la carga 


impuesta, en virtud de lo cual se declara desierto el recurso de apelación formulado. 


 


De otro lado, se pone en conocimiento el oficio No. 083 del 9 de marzo de 20202, por 


medio del cual el Juzgado 18 Administrativo informa que el expediente radicado 05001-


33-33-018-2017-00650-00 se encuentra a disposición para la expedición de las piezas 


requeridas. En todo caso y atendiendo la situación actual por cuenta del COVID-19, se 


requiere oficiar por secretaría al mencionado Despacho Judicial, para que en atención 


al principio de colaboración, remita el archivo digital de los testimonios de los Sres. 


CLARA LUZ MEJÍA VÉLEZ y LEÓN JAIME GUTIÉRREZ, así como los Oficios enviados 


por ese Juzgado con destino a la Secretaría General del Departamento de Antioquia y 


sus respectivas respuestas. 


 


Se requiere a la parte demandante3 para que tramite el Oficio No. 067 del 30 de abril 


de 2021 dirigido al BANCO DE OCCIDENTE OFICINA 405 SUCURSAL LA PLAYA de 


esta ciudad, el cual se encuentra disponible en el mismo archivo PDF de la presente 


decisión. 


 


Igualmente se requiere a la parte demandada4 para que tramite el Oficio No. 068 del 


30 de abril de 2021 dirigido a la Secretaría de Educación del Departamento de Antioquia, 


el cual se encuentra disponible en el mismo archivo PDF de la presente decisión. 


 


                                            
1 En los términos entonces vigentes del # 9 del art. 243 del CPACA. 
2 En respuesta al oficio No. 053 de 2020 a ellos remitido por este Despacho. 
3 Es de anotar que con ocasión de la audiencia inicial se libró el Oficio No. 054 del 5 de marzo de 2020 el cual no fue retirado 
para su diligenciamiento por parte del apoderado solicitante de la prueba. 
4 Con ocasión de la audiencia inicial se libró el Oficio No. 052 del 5 de marzo de 2020 el cual no fue retirado para su 
diligenciamiento por parte del apoderado solicitante de la prueba. 







Para finalizar, se informa que los memoriales dirigidos al presente proceso, deberán 


remitirse única y exclusivamente al correo 


memorialesjamed@cendoj.ramajudicial.gov.co; en el asunto se debe indicar el número 


del radicado y de ser el caso, el número de oficio/exhorto al que se está dando 


respuesta. 


 


 


NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
 


 


JOHN ALEXANDER CEBALLOS GAVIRIA 


Juez 


 


La anterior providencia se notificó por inserción en ESTADO ELECTRÓNICO el día 10 de mayo de 2021 en 
cumplimiento de lo ordenado por el art. 201 del CPACA (modificado por el art. 50 de la Ley 2080 de 2021) 
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 


RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 


 
 


JUZGADO TRECE ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO  
 
Medellín  
30 de abril de 2021 
 
Señores 
BANCO DE OCCIDENTE  
OFICINA 405 – LA PLAYA 
Ciudad  


 


RADICADO:  05001 33 33 013 2018 00241 00 


MEDIO DE CONTROL  REPETICIÓN  


DEMANDANTE:  DEPARTAMENTO DE ANTIOQUIA 


DEMANDADO: SERGIO FAJARDO VALDERRAMA Y OTROS 


Oficio No.  067 


 
Cordial saludo.  
 
Por medio del presente me permito poner en su conocimiento lo dispuesto en audiencia 
celebrada el 4 de marzo de 2020, en la que se dispuso oficiarlos a fin que se sirvan certificar 
en relación con la cuenta corriente No. 403-01915-0, girador Departamento de Antioquia - 
Secretaría de Hacienda, el pago efectivo y cobro de los cheques que se expidieron en favor 
de las siguientes personas: MARÍA ANISLEY PIEDRAHITA NOHAVA (cheque # 065746 del 
20 de diciembre de 2017), ALBA RUTH AGUILAR CASTAÑEDA (cheque # 065747 del 20 
de diciembre de 2017), TATIANA MARCELA BEDOYA CASTAÑEDA (cheque # 065748 del 
20 de diciembre de 2017) y NINI JOHANA SERNA CANO (cheque # 065749 del 20 de 
diciembre de 2017), o si éstos fueron cobrados por apoderado. Así mismo deberá certificar la 
fecha en que efectivamente fueron cobrados o pagados los cheques. 
 
Para los consabidos efectos se les concede un término de diez (1) días hábiles a partir del 
recibo de esta comunicación, so pena de dar aplicación a las sanciones previstas en el #3 
del art. 44 del CGP.  
 
La respuesta deberá remitirse única y exclusivamente al correo 


memorialesjamed@cendoj.ramajudicial.gov.co indicando en el asunto el número del 


radicado y del oficio/exhorto al que se está dando respuesta. 


 
En evento que la autoridad destinataria de esta solicitud determine que no es competente 
para resolverla y ordene su remisión a otra, la autoridad remisora deberá informar 
inmediatamente al Despacho tal situación a efectos que se pueda verificar la autoridad a la 
que fue remitida. 
 


 
AL CONTESTAR FAVOR CITAR LA REFERENCIA Y EL NÚMERO DE OFICIO 
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Atentamente,  
 
 


CATALINA VALDERRAMA ZAPATA 
Oficial mayor 


cvz 


 
 


REPÚBLICA DE COLOMBIA 
RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 


 
 


JUZGADO TRECE ADMINISTRATIVO  DEL CIRCUITO  
 
Medellín  
30 de abril de 2021 
 
Señores 
SECRETARÍA DE EDUCACIÓN DEL DEPARTAMENTO DE ANTIOQUIA  
Ciudad  


 


RADICADO:  05001 33 33 013 2018 00241 00 


MEDIO DE CONTROL  REPETICIÓN  


DEMANDANTE:  DEPARTAMENTO DE ANTIOQUIA 


DEMANDADO: SERGIO FAJARDO VALDERRAMA Y OTROS 


Oficio No.  068 


 
Cordial saludo.  
 
Por medio del presente me permito poner en su conocimiento lo dispuesto en audiencia 
celebrada el 4 de marzo de 2020, en la que se dispuso oficiarlos a fin que se sirvan remitir: 
 


 Copias de las actas del Comité Interno de Contratación en las cuales se 
recomendó la realización del contrato # 2012SS-15-0047 celebrado entre la 
Secretaría de Educación del Departamento de Antioquia y BRILLADORA LA 
ESMERALDA, cuyo objeto consiste en “la prestación del servicio de aseo, 
mantenimiento y servicios generales para todos los tipos de instituciones y 
ciudadelas educativas oficiales de los Municipios no certificados del Departamento 
de Antioquia con sus respectivas sanciones”. 


 Copia del acta del Acta del Comité de orientación y seguimiento a la contratación 
relacionado con BRILLADORA LA ESMERALDA. 


 Copia de la propuesta económica con los respectivos anexos presentada por la 
contratista BRILLADORA LA ESMERALDA. 


 Copia de la resolución No. 003004 del 17 de enero de 2014 en el que se declara 
incumplimiento contractual en el contrato # 2012SS-15-0047, junto con los 
documentos que soportaron la motivación de la referida resolución, tal como los 
oficios remitidos al contratista donde se presentan requerimientos al mismo (acta 
de reunión del 08 de mayo de 2013, y oficios Nos. E201300035276 del 22 de 
marzo de 2013, E201300038490 y E201300038496 ambos del 5 de abril de 2013, 
E201300041611 del 12 de abril de 2013 y E201300076166 del 27 de junio de 
2013), además de los recursos de reposición y apelación si los hubiere, y las 
decisiones que resolvieron los respectivos recursos. 


 Copias de la resolución No. 000266 del 12 de enero de 2012, por la cual se crea el 
Comité Asesor y Evaluador para la contratación del contrato No. # 2012SS-15-
0047 celebrado entre la Secretaría de Educación Departamental y BRILLADORA 
LA ESMERALDA. 


 







Para los consabidos efectos se les concede un término de diez (1) días hábiles a partir del 
recibo de esta comunicación, so pena de dar aplicación a las sanciones previstas en el #3 
del art. 44 del CGP.  
 
La respuesta deberá remitirse única y exclusivamente al correo 


memorialesjamed@cendoj.ramajudicial.gov.co indicando en el asunto el número del 


radicado y del oficio/exhorto al que se está dando respuesta. 


 
En evento que la autoridad destinataria de esta solicitud determine que no es competente 
para resolverla y ordene su remisión a otra, la autoridad remisora deberá informar 
inmediatamente al Despacho tal situación a efectos que se pueda verificar la autoridad a la 
que fue remitida. 
 


 
AL CONTESTAR FAVOR CITAR LA REFERENCIA Y EL NÚMERO DE OFICIO 


 
Atentamente,  
 
 


CATALINA VALDERRAMA ZAPATA 
Oficial mayor 


cvz 
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 


RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 


 
 


JUZGADO TRECE ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO  
 
Medellín  
30 de abril de 2021 
 







Señores 
JUZGADO 18 ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO 
Ciudad  


 


RADICADO:  05001 33 33 013 2018 00241 00 


MEDIO DE CONTROL  REPETICIÓN  


DEMANDANTE:  DEPARTAMENTO DE ANTIOQUIA 


DEMANDADO: SERGIO FAJARDO VALDERRAMA Y OTROS 


Oficio No.  070 


 
Cordial saludo.  
 
Por medio del presente me permito poner en su conocimiento lo dispuesto en auto de la 


fecha, en la que se dispuso oficiarlos para que, en atención al principio de colaboración, 


remita el archivo digital de los testimonios de los Sres. CLARA LUZ MEJÍA VÉLEZ y 


LEÓN JAIME GUTIÉRREZ, así como los Oficios enviados por ese Juzgado con destino 


a la Secretaría General del Departamento de Antioquia y sus respectivas respuestas, 


dentro del proceso en ese Juzgado tramitado bajo el radicado 05001-33-33-018-2017-


00650-00. 


 
La respuesta deberá remitirse única y exclusivamente al correo 


memorialesjamed@cendoj.ramajudicial.gov.co indicando en el asunto el número del 


radicado y del oficio/exhorto al que se está dando respuesta. 


 
En evento que la autoridad destinataria de esta solicitud determine que no es competente 
para resolverla y ordene su remisión a otra, la autoridad remisora deberá informar 
inmediatamente al Despacho tal situación a efectos que se pueda verificar la autoridad a la 
que fue remitida. 
 


 
AL CONTESTAR FAVOR CITAR LA REFERENCIA Y EL NÚMERO DE OFICIO 


 
Atentamente,  
 
 


CATALINA VALDERRAMA ZAPATA 
Oficial mayor 


cvz 
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 


RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 


 
JUZGADO TRECE ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO 


Medellín, siete (7) de mayo de dos mil veintiuno (2021) 


 


Medio de control  Reparación Directa  


Demandante  Oscar Alonso Restrepo Giraldo   


Demandado  Nación - Rama Judicial - Consejo Superior de la 


Judicatura y Nación  Fiscalía General de la Nación  
Radicado  05001-33-33-013 - 2018 - 00235 - 00  
Referencia Reprograma fecha Audiencia Inicial 


 


El pasado 16 de marzo de 2021, esta agencia judicial fijo fecha para la celebración de 
la audiencia inicial, para el día jueves trece (13) de mayo de 2021, a las ocho y 
treinta horas (8:30 h). 
 
Sin embargo, por la situación administrativas de la agenda del despacho, no será 
posible surtir la diligencia en la hora fijada anteriormente. 
 
Como consecuencia de lo anterior, se procede a fijar nueva hora para audiencia inicial, 
para el seis (6) de julio  de 2021, a las ocho y treinta horas (8:30h) 
 


 


NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 


 


 


JOHN ALEXANDER CEBALLOS GAVIRIA 


Juez 


La anterior providencia se notificó por inserción en ESTADO ELECTRÓNICO el día 10 de mayo de 2021 en 
cumplimiento de lo ordenado por el art. 201 del CPACA (modificado por el art. 50 de la Ley 2080 de 2021) 
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